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I. Introducción. 

 

 La alta densidad poblacional que deriva en el elevado número de 

desplazamientos, junto a la superpoblación de especies cinegéticas en el Principado 

de Asturias, en concreto del jabalí, da lugar a un elevado riesgo de invasión de estos 

animales en las calzadas, provocando cuantiosos daños. Esta problemática genera 

una alarma social de la que la Administración es conocedora, quien ha llevado a cabo 

medidas para intentar solventarla, como las desclasificaciones parciales de terrenos 

de zonas de seguridad, consiguiendo reducir la elevada cuantía de los daños 

ocasionados por el jabalí, pero que aún siguen siendo numerosos. Es la propia 

Administración autonómica la que admite que se encuentra incapaz de realizar 

actuaciones ajustadas a derecho y eficaces para controlar las poblaciones de jabalí.1  

Teniendo presente la problemática existente, y tras la entrada en vigor en 2014 

de la polémica reforma de la disposición adicional novena del Real Decreto Legislativo 

339/1990, de 2 de marzo, por el que se aprueba el Texto Articulado de la Ley sobre 

Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, el presente Trabajo de Fin 

de Máster tiene por objeto el estudio del régimen de imputación de la responsabilidad 

por los daños sufridos en el atropello de especies cinegéticas.  

En el texto del trabajo se fusionan contenidos tanto teóricos como prácticos, 

ambos imprescindibles en el ejercicio de la abogacía. En un primer lugar, se 

examinará la evolución legislativa y jurisprudencial sufrida por la materia en el 

Principado de Asturias. Seguidamente se analizará cuáles son los sujetos que pueden 

resultar responsables en función de las circunstancias que concurran en el siniestro.  

Se concluirá examinando los aspectos procesales de las diferentes vías de actuación 

con que cuenta el perjudicado. Todo ello encauzado en un supuesto de hecho, según 

el cual deberemos asesorar a un cliente que acude a nuestro despacho con este 

problema.    

 

 

                                                           
1
 Resolución de 26 de junio de 2014, de la Consejería de Agroganadería y Recursos 

Autóctonos, por la que se reordena la Zona de Seguridad Z.S.-05 de Oviedo. 
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II. La evolución del régimen de responsabilidad por daños 

en el atropello de especies cinegéticas.  

 

Para poder llevar a cabo un análisis de la responsabilidad por daños en el 

atropello a especies cinegéticas conviene hacer referencia a algunos aspectos teóricos  

básicos, cuyo conocimiento resulta imprescindible en la práctica. Es por ello, que en 

este epígrafe se van a analizar las distintas modificaciones legislativas llevadas a cabo 

en esta materia, teniendo lugar la última de ellas en mayo de 2014: la nueva redacción 

de la Disposición adicional novena del Real Decreto Legislativo 339/1990, de 2 de 

marzo, por el que se aprueba el Texto Articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación 

de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, a la que con posterioridad nos referiremos 

como “Disposición Adicional novena de la Ley de Tráfico”. Esta disposición es la 

norma básica de la que debemos partir cuando nos hallemos ante un caso de 

responsabilidad por daños en el atropello a especies cinegéticas, puesto que recoge el 

criterio de imputación de responsabilidad en función de las circunstancias que 

concurran en el siniestro.  

Antes de comenzar, conviene matizar cuándo nos encontramos ante una 

especie cinegética y, por lo tanto, va a resultar aplicable la normativa que 

desarrollaremos a continuación. En este sentido, al tener el Principado de Asturias 

competencia exclusiva en materia de caza2,  resulta de aplicación el Anexo I del 

Decreto 24/1991, de 7 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de Caza, 

donde se establece un listado de las especies objeto de caza en el Principado de 

Asturias. Siendo el ciervo, el corzo y el jabalí las principales especies cinegéticas que 

se ven involucradas en este tipo de siniestros.  

     Conviene comenzar analizando la evolución sufrida en el criterio de 

imputación de la responsabilidad por daños a consecuencia del atropello a especies 

cinegéticas, debido a las modificaciones legislativas llevadas a cabo en los últimos 

años. En un primer momento, se aplicaba el régimen general de responsabilidad 

objetiva, a tenor de lo dispuesto en los artículos 1905 y 1906 del Código Civil, de forma 

que resultaba responsable por este tipo de siniestros el propietario de los terrenos, sin 

necesidad de que concurriera ningún tipo de culpa o negligencia. En las Comunidades 

                                                           
2
 El art. 10.1, h) de la  LO 7/1981, de 30 de diciembre, de Estatuto de Autonomía para Asturias, 

en el marco de las previsiones del artículo 148.11 CE atribuye al Principado de Asturias 
competencia exclusiva en materia de caza y protección de los ecosistemas en los que se 
desarrolla dicha actividad. 

http://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/lo7-1981.t1.html#I7
http://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/constitucion.t8.html#I270
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Autónomas sin competencia exclusiva en materia de caza, resultaba de aplicación la 

Ley 1/1970, de 4 de abril, de Caza que establecía un criterio de responsabilidad 

imputable al titular del terreno cinegético y, subsidiariamente, a los titulares de los 

terrenos acotados. Si no era posible precisar la procedencia del animal, la 

responsabilidad era solidaria de todos los titulares de terrenos acotados colindantes, y 

subsidiariamente a los dueños de los terrenos3. Como ya hemos adelantado, el 

Principado de Asturias tiene competencia exclusiva en materia de caza, por lo que 

resultaba de aplicación la Ley 2/1989, de 6 de junio, de Caza, fijándose un criterio por 

el cual la responsabilidad se imputaba a los titulares de los terrenos cinegéticos, 

cuando el siniestro hubiera sido consecuencia de la acción de cazar, y a la 

Administración del Principado de Asturias, en tanto en cuanto, los daños hubieran sido 

ocasionados por las especies cinegéticas que procediesen de terrenos cinegéticos de 

aprovechamiento común y de cotos regionales de caza que no fueran objeto de 

concesión.  

El criterio jurisprudencial en ese momento se establece en los mismos 

términos, aplicando la teoría de la responsabilidad objetiva por riesgo: siendo el coto 

de caza quien percibe los beneficios derivados de su actividad es, por tanto, quien 

debe asumir el riesgo de la misma y responder de los daños causados por ésta. La 

Audiencia Provincial de Asturias se pronuncia en este sentido, al establecer en 

Sentencia 203/2004, de 25 de mayo que (…) la responsabilidad de lo ocurrido se 

traslada al coto, no ya por aplicación del art. 33 de la Ley de caza de 1970 sino en 

función del criterio general, contenido entre otras en la sentencia del Tribunal Supremo 

de 20 de enero de 1992, que hace responder de los daños causados por una actividad 

a quien percibe los beneficios que su desarrollo comporta y es ineficaz la cita de los 

preceptos de la Ley de Caza que se refieren a la forma de revertir los beneficios 

obtenidos de la explotación del coto para desvirtuar un hecho patente, cual es que la 

sociedad demandada es la que explota directamente el coto y la que percibe también 

directa e inmediatamente los rendimientos que su explotación origina y como tal, ha de 

ser responsable en principio de los daños que se deriven de la tenencia del coto (…).4 

                                                           
3
 Art. 35.1.b. del Decreto 506/1971, de 25 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento para 

la ejecución de la Ley de Caza de 4 de abril de 1970: En los casos en que no resulte posible 
precisar la procedencia de la caza respecto a uno determinado de los varios acotados que 
colinden con la finca, la responsabilidad por los daños originados en la misma por las piezas de 
caza será exigible solidariamente de todos los titulares de acotados que fueren colindantes y 
subsidiariamente de los dueños de los terrenos. 
4
 VVAA. “Criterio legislativo y jurisprudencial en caso de accidente de circulación con jabalí 

resultando lesionados conductor, propietario del vehículo y acompañante”. Práctica de Derecho 
de Daños, Nº 122, Sección Consulta de los suscriptores, Primer trimestre de 2015, Editorial LA 
LEY. 
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El criterio de imputación de la responsabilidad sufre el primer gran cambio con 

la entrada en vigor de la Disposición adicional 6ª de la Ley 19/2001, de 19 de 

diciembre, y con la Disposición adicional novena, a través de la reforma introducida 

por la Ley 17/2005, de 19 de julio. La regulación de estos supuestos se traslada a la 

normativa sobre tráfico, ya que se considera que no es una materia relativa a la caza, 

sino que la responsabilidad es dimanante de los accidentes de tráfico por atropello a 

piezas de caza, lo que supone que sea materia propia del tráfico, la cual es 

competencia exclusiva del Estado.5 La entrada en vigor de la Disposición adicional 

novena en el año 2005 supuso una tácita derogación de lo dispuesto en las normas 

autonómicas en materia de caza, por incompatibilidad objetiva que regía con arreglo a los 

mencionados preceptos, debiendo en consecuencia ser de preferente aplicación la ley 

posterior y especial.
6
 

Por primera vez, se introduce un sistema de responsabilidad subjetiva, 

incluyéndose la  responsabilidad del conductor cuando el accidente sea consecuencia 

de la infracción de las normas de tráfico.7  La redacción de 2005, que permanecerá 

vigente hasta la última reforma de 2014, establece el siguiente orden prelativo de 

responsabilidad: primero responderá el conductor del vehículo, cuando se le pueda 

imputar incumplimiento de las normas de circulación, seguido de los titulares de 

aprovechamientos cinegéticos y/o propietarios de los terrenos, únicamente cuando el 

accidente sea consecuencia directa de la acción de cazar o de una falta de diligencia 

en la conservación del terreno acotado, así como el titular de la vía pública cuando el 

accidente se produzca como consecuencia de su responsabilidad en el estado de 

conservación de la misma y en su señalización. 

La redacción de 2005 introduce importantes novedades en lo que se refiere a la 

responsabilidad de los titulares de los aprovechamientos cinegéticos, puesto que, 

hasta entonces, el criterio general establecido era la imputación de la responsabilidad 

por daños en este tipo de siniestros a éstos y, desde ese momento, sólo responderían 

cuando el siniestro hubiera sido consecuencia directa de la acción de cazar o de una 

                                                                                                                                                                          
 
5
 Artículo 149.1.21 CE. 

6
 DOMINGUEZ MARTÍNEZ, P. “Responsabilidad patrimonial de la Administración en accidentes 

de tráfico por atropellos con especies cinegéticas”. Revista de responsabilidad civil y seguro. 
Disponible en: http://docplayer.es/2173547-Responsabilidad-patrimonial-de-la-administracion-
en-accidentes-de-trafico-por-atropellos-con-especies-cinegeticas.html  
7
 MESSÍA DE LA CERDA BALLESTEROS, J. A. “La responsabilidad de los titulares de 

aprovechamientos cinegéticos en accidentes de circulación provocados por la caza. Estudio de 
la Sentencia del Tribunal Supremo, Sala Primera, de lo Civil, de 9 de septiembre de 2014 (STS 
455/2014, rec. 1955/2012)” Práctica de Derecho de Daños, Nº 122, Sección Informe de 
Jurisprudencia, Primer trimestre de 2015, Editorial LA LEY. 

http://docplayer.es/2173547-Responsabilidad-patrimonial-de-la-administracion-en-accidentes-de-trafico-por-atropellos-con-especies-cinegeticas.html
http://docplayer.es/2173547-Responsabilidad-patrimonial-de-la-administracion-en-accidentes-de-trafico-por-atropellos-con-especies-cinegeticas.html
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falta de diligencia en la conservación del terreno acotado. A la vista parece que la 

teoría de la responsabilidad objetiva por riesgo se transforma en un régimen subjetivo 

basado en la negligencia en el cumplimiento de sus obligaciones de conservación, 

pero en la práctica se ha aplicado la inversión de la carga de la prueba, de tal forma 

que eran los titulares de los aprovechamientos cinegéticos, y no el conductor del 

vehículo, quienes debían acreditar la falta de diligencia en el cumplimiento sus 

obligaciones, con la consiguiente imputación de la responsabilidad del accidente 

cuando no haya incumplimiento de normas de circulación por parte del conductor del 

vehículo y no se acredite que se ha empleado toda la diligencia exigible en la 

conservación del terreno acotado. En este sentido se pronuncia el Acuerdo de la 

Audiencia Provincial de Asturias de 27 de febrero de 2007 para la Unificación de las 

distintas Secciones de la misma, que señala que “en relación a los accidentes 

acaecidos por irrupción de jabalíes u otras especies cinegéticas, se considera que la 

modificación legislativa operada por la Ley 17/2005, de 19 de julio, no exime a los 

dueños del coto de su obligación de probar que han sido diligentes en la conservación 

del terreno acotado, por lo que si no consta prueba alguna al respecto y no puede 

imputarse al conductor del vehículo incumplimiento de normas de circulación, seguirá 

respondiendo el titular del coto”.  

Esta Disposición estuvo vigente hasta el 9 de mayo de 2014, momento en el 

que tuvo lugar la entrada en vigor de la nueva redacción de la Disposición adicional 

novena de la Ley de Tráfico, a través de la Ley 6/2014, de 7 de abril. El criterio general 

de imputación de responsabilidad que se establece con la reforma es que será 

responsable el conductor de vehículo, no sólo cuando le fuere imputable el 

incumplimiento de las normas de circulación, como establecía la redacción de 2005. 

Esto puede deberse a que resultaba difícil acreditar la infracción por parte del 

conductor, siendo igualmente, escasos los supuestos en los que había una 

concurrencia de culpas, lo que suponía la imputación de la responsabilidad a 

propietario y titulares. La nueva redacción sigue la evolución legislativa tendente a la 

minoración del grado de la responsabilidad de los titulares de los aprovechamientos 

cinegéticos, debido a la presión ejercida por las sociedades de caza. Si en 2005 la Ley 

establecía que éstos sólo responderían cuando el siniestro fuera consecuencia directa 

de la acción de cazar o de una falta de diligencia en la conservación del terreno 

acotado, con la redacción de 2014 se restringe, aún más si cabe, su responsabilidad, 

pues sólo responderán cuando el accidente sea consecuencia directa de una acción 

de caza colectiva de una especie de caza mayor, llevada a cabo bien el mismo día, o 

doce horas antes del accidente.  
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En lo que respecta a la responsabilidad del titular de la vía pública, si bien la 

redacción de 2005, establecía que era responsable cuando el accidente se hubiera 

producido como consecuencia del estado de conservación de la vía y su señalización, 

con la redacción actual se concretan estos supuestos, de esta forma se podrá imputar 

la responsabilidad al titular de la vía pública del accidente producido como 

consecuencia de no haber reparado la valla de cerramiento en plazo o por no disponer 

de la señalización específica de animales sueltos en tramos con alta accidentalidad 

por colisión de vehículos con los mismos. Llegados a este punto, cabe resaltar la 

imprecisión de la nueva redacción. En lo relativo a “no haber reparado la valla de 

cerramiento en plazo” el legislador no ha tenido en cuenta el artículo 214 del Texto 

refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, según el cual sería responsable el 

contratista encargado del mantenimiento y conservación del tramo de la vía en que 

ocurriera el siniestro y no la Administración. 

La reforma de 2014 introduce una nueva situación por la que se aminora el 

grado de responsabilidad de los titulares de los aprovechamientos cinegéticos y de los 

propietarios del terreno, siendo la imputación de la responsabilidad al conductor el 

criterio general que, de no concurrir las circunstancias descritas, y aún no habiendo 

infringido las normas de circulación, deberá responder por los daños producidos como 

consecuencia del siniestro. Es, sin duda alguna, una reforma censurable dado que el 

legislador ha de atender al interés general y no al de ciertos grupos de presión.8   Lo 

que en la teoría parece una reforma a favor de titulares de los terrenos cinegéticos, en 

detrimento de los conductores, lo más probable es que en la práctica se module con la 

interpretación que fijen las Audiencias Provinciales, tal y como ocurrió con la anterior 

reforma cuando la jurisprudencia aplicó el principio de mayor facilidad probatoria 

del art. 217.7 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, viniendo a exigir a los titulares 

correspondientes la carga de la prueba de haber agotado la diligencia exigible en 

orden al cumplimiento de sus deberes de seguridad y control, haciéndoles 

responsables en los casos de no haber acreditado su completa diligencia al efecto.9  

  

                                                           
8
 TOLIVAR ALAS, L. “De lobbies y más conceptos jurídicos indeterminados”. El blog de 

espúblico. Disponible en: http://www.administracionpublica.com/de-lobbies-y-mas-conceptos-
juridicos-indeterminados/ 

9 YÁÑEZ DE ANDRÉS, A. “Otra «animalada» legislativa”. Diario La Ley, Nº 8301, Sección 

Tribuna, 30 de Abril de 2014, Editorial LA LEY. 
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III. Aspectos prácticos: sujetos responsables y diferentes 

vías de actuación por parte del perjudicado. 

 

1. Supuesto de hecho. 

 

 El método más interesante y práctico para analizar la materia que es objeto del 

presente trabajo es tomar como punto de partida un supuesto de hecho ficticio en el 

que debemos dar asesoramiento a un cliente que ha sufrido un siniestro en el que 

atropella a una especie cinegética, barajando el abanico de circunstancias que pueden 

concurrir en el mismo.  

En este caso, nuestra protagonista es Dª. Ana López Menéndez, de 23 años de 

edad y vecina de Oviedo, quién sufrió un siniestro el 23 de junio de 2015 a las 05:55 

horas cuando conducía el vehículo de su propiedad, matrícula 7227-JKL, a la altura 

del punto kilométrico 39,900 de la A-66, sentido Oviedo, debido a la irrupción súbita de 

un jabalí en la calzada. No tuvo tiempo a reaccionar para evitar el atropello, causando 

daños en el vehículo. En el momento del siniestro se detuvo y llamó a la Guardia Civil, 

al 112 y al seguro que tiene contratado para informar de lo ocurrido.  

Una vez analizada la póliza del seguro que tiene contratada, llega a la 

conclusión de que no tiene cobertura jurídica ni están cubiertos los daños sufridos, por 

lo que acude a nuestro despacho para pedir asesoramiento. 

Ante tales hechos y previamente a sumergirnos en el estudio del procedimiento 

que debemos seguir para lograr el resarcimiento de los daños causados, hemos de 

recabar cierta información básica e imprescindible para acreditar su condición de 

perjudicada y su legitimación para emprender las correspondientes acciones. En 

concreto, precisaremos de copia del permiso de circulación del vehículo, su ficha 

técnica, fotografías, si las hubiere, y la factura de reparación en la que se detallen los 

gastos derivados de la misma. A su vez, para acreditar el nexo causal, habrá que 

aportar el atestado, que hará referencia a la irrupción del animal en la vía y a las 

circunstancias del siniestro. Sólo existe atestado en los siniestros en los que acude la 

Guardia Civil. Al haberse detenido en el momento del siniestro y haber llamado a la 

Guardia Civil, existirá un Informe Arena realizado por los Agentes que hayan acudido, 
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que podrá ser obtenido si se solicita por email10. Si por el contrario no se hubiera 

detenido, pero sí hubiera llamado al 112, no habrá atestado, por lo que para acreditar 

la existencia del siniestro deberíamos solicitar a emergencias 112 la información 

relativa a las llamadas que atendieron a la hora y en el día del siniestro en relación con 

un atropello a un jabalí. 

En lo que respecta a la cuantía económica de los daños, tal y como se 

desprende de la factura de reparación del vehículo en la que nuestra cliente aparece 

como perjudicada, asciende a 2.114 euros. 

 De haber sufrido lesiones a consecuencia del siniestro, será necesario aportar 

los diferentes partes médicos existentes (de urgencias, seguimiento y alta), así como, 

facturas de gastos médicos, como por ejemplo, de fisioterapia, si hubiera continuado 

con el tratamiento en alguna clínica privada.  

 

2. Sujetos responsables. 
 

Continuando con el supuesto de hecho de referencia, el siniestro tuvo lugar el 

23 de junio de 2015, por lo que es de aplicación la última redacción de la Disposición 

adicional novena, que entró en vigor el 9 de mayo de 2014 y que, como analizábamos 

en el epígrafe número II establece un criterio de imputación de responsabilidad por 

daños derivado del atropello a especies cinegéticas cuya norma general es la 

responsabilidad del conductor, siendo posible imputar la responsabilidad al titular del 

aprovechamiento cinegético o el propietario del terreno y al titular de la vía pública 

cuando concurran las circunstancias requeridas ya descritas. 

A. Sujetos responsables en un siniestro producido como consecuencia 

de la acción de cazar. 

 Como ya hemos apuntado, con la nueva reforma de la Disposición adicional 

novena, únicamente resultará imputable la responsabilidad al titular del 

aprovechamiento cinegético o el propietario del terreno cuando el accidente de tráfico 

sea consecuencia directa de una acción de caza colectiva de una especie de caza 

mayor llevada a cabo el mismo día o que haya concluido doce horas antes de aquél. 

De ser así, nos encontraríamos ante un supuesto de culpa extracontractual, regulado 

en los artículos 1902 y 1903 del Código Civil, teniendo que probar los requisitos 

                                                           
10

 El atestado se puede solicitar por email dirigido a la siguiente dirección: o-set-oviedo-

atestados@guardiacivil.org. 
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exigidos en la jurisprudencia: la existencia de una acción u omisión culposa o 

negligente por parte del demandado, la existencia de un daño y la relación de 

causalidad entre la acción u omisión y el daño causado. 

Una de las primeras averiguaciones que deberemos hacer es si el siniestro se 

ha producido como consecuencia de la acción de cazar y si concurren las 

circunstancias necesarias para que se le pueda imputar la responsabilidad del mismo 

al titular del aprovechamiento cinegético o al propietario del terreno. Para ello, 

debemos solicitar información acerca de la titularidad de los terrenos colindantes al 

punto kilométrico 39,900 de la A-66, sentido Oviedo. La forma de obtener esta 

información es a través de la presentación de un escrito dirigido a la Consejería de 

Desarrollo Rural y Recursos Naturales del Principado de Asturias. Además, 

solicitaremos, que nos provea información relativa a si hubo partidas de caza en el día 

del siniestro y en el día previo al mismo, ya que, para determinar que el siniestro se ha 

producido como consecuencia de la acción de cazar, deben haber tenido lugar 

acciones colectivas de caza mayor el mismo día o doce horas antes del accidente. Se 

acompaña modelo de escrito como ANEXO I. 

La Ley 2/2011, de 17 de marzo, de Caza, contempla tres tipos de terrenos en 

su Título III: terrenos cinegéticos, terrenos no cinegéticos y terrenos de régimen 

cinegético especial. Tienen la consideración de terrenos cinegéticos, entre otros, los 

cotos de caza y los terrenos de aprovechamiento cinegético común, y en ellos el 

ejercicio de la caza es libre. Son terrenos no cinegéticos los refugios y los vedados y 

en ellos está prohibida la práctica de la caza con carácter permanente. Los espacios 

protegidos y las zonas de seguridad son terrenos sometidos a un régimen cinegético 

especial. En los primeros, el ejercicio de la caza se ajustará a lo prevenido en las 

disposiciones que reglamenten el uso y disfrute de cada espacio, mientras que en las 

zonas de seguridad, la regla general es que está prohibida la caza con armas, con las 

excepciones previstas en la Ley. 

 En definitiva, si de la información que nos provea la Administración se 

desprende que el terreno colindante al punto kilométrico 39,900 de la A-66 es un 

terreno en el que se ejercita la caza, y además, hubo partidas en las doce horas 

previas a las 05.55 horas del día 23 de junio de 2015, tendremos garantías de que 

prospere la reclamación de responsabilidad por daños contra el titular del terreno, a 

través de los trámites procedimentales que se estudiarán en el epígrafe 3.   
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B. Sujetos responsables en un siniestro producido como consecuencia 

del estado de conservación la vía pública.  

Como ya hemos adelantado al analizar la evolución legislativa de la materia, la 

nueva redacción de la Disposición adicional novena de la Ley de Tráfico establece un 

escenario un tanto impreciso en lo relativo a la imputación de responsabilidad de los 

daños derivados del estado de conservación de la vía.  Dispone que puede resultar 

responsable el titular de la vía donde se produzca el accidente cuando éste sea 

consecuencia de no haber reparado la valla de cerramiento en plazo, en su caso, o por 

no disponer de la señalización específica de animales sueltos en tramos con alta 

accidentalidad por colisión de vehículos con los mismos. Tal imprecisión se refleja en 

el supuesto de “no haber reparado la valla de cerramiento en plazo”, puesto que son 

los contratistas encargados de la conservación de la vía quienes deben repararla, y 

por lo tanto, responsables cuando incumplan dicha obligación, a tenor de lo dispuesto 

en el  artículo 214 del Texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público.  

Además, la valla de cerramiento ha de ser reparada “en plazo”. ¿Cuál es el plazo? 

Pues bien, este es otro reproche que cabe hacer al legislador, puesto que será el 

pliego de cláusulas particulares el que fije entre otras obligaciones, el plazo de revisión 

y reparación del vallado, obligaciones asumidas por el contratista encargado de la 

conservación de la vía y no por la Administración titular de la misma. 11 

El artículo 48 del RD 1812/1994, de 2 de septiembre, por el que se aprueba el 

Reglamento General de Carreteras establece que la explotación de la carretera 

comprende las operaciones de conservación y mantenimiento, las actuaciones 

encaminadas a la defensa de la vía y a su mejor uso, incluyendo las referentes a 

señalización (…). Las operaciones de conservación y mantenimiento incluyen todas 

las actividades necesarias para preservar en el mejor estado posible el patrimonio 

viario.  

En lo relativo a la instalación de las señales P-24 de peligro por paso de 

animales, cabe destacar que artículo 57.1 de la Ley de Tráfico, Circulación de 

Vehículos a Motor y Seguridad Vial establece que corresponde al titular de la vía de 

que se trate, así como su conservación y mantenimiento en las mejores condiciones 

posibles de seguridad para la circulación. 

La responsabilidad patrimonial de la Administración se consagra en el artículo 

106.2 de la Constitución española, que establece que los particulares, en los términos 

                                                           
11

 TOLIVAR ALAS, L. en el artículo ya citado. 
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establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por toda lesión que sufran 

en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre 

que la lesión sea consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos. Esta 

previsión constitucional se encuentra actualmente desarrollada en los artículos 139 y 

siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 

Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, a la que 

posteriormente nos referiremos como “LRJAP” y en el Real Decreto 429/1993, de 26 

de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de los procedimientos de las 

Administraciones públicas en materia de responsabilidad patrimonial. Si bien a partir 

del 2 de octubre de 2016, la responsabilidad patrimonial de las Administraciones 

públicas se regirá por lo dispuesto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 

Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 

 Los particulares tienen derecho a  ser indemnizados siempre que la lesión sea 

consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos, entendiéndose  servicios 

públicos como equivalente a una actuación u omisión administrativa. Es una 

responsabilidad objetiva, a diferencia de lo que sucede en el ámbito civil, donde es 

subjetiva. Esto supone que no exige la concurrencia de dolo, culpa o negligencia para 

que pueda ser declarada dicha responsabilidad y, por tanto, la obligación de la 

Administración de indemnizar al perjudicado. 

En lo relativo a la lesión, el artículo 139.2 de la LRJAP exige que el daño 

alegado sea efectivo, evaluable económicamente e individualizado por relación a una 

persona o grupo de personas. Por lesión, debemos entender el daño antijurídico, en el 

sentido de daño que el perjudicado no tiene el deber jurídico de soportar.12 

Además, ha de existir una relación de causalidad entre la acción u omisión de 

la Administración y el daño causado. El daño ha de ser jurídicamente imputable a la 

Administración, lo que resulta importante en la práctica dado que en la mayoría de los 

casos la Administración titular de la vía lleva a cabo la contratación de empresas 

encargadas del mantenimiento de la misma. Por tanto, se deberá acudir al artículo 214 

de la Ley de Contratos del Sector Público, ya que dispone que será obligación del 

contratista indemnizar todos los daños y perjuicios que se causen a terceros como 

consecuencia de las operaciones que requiera la ejecución del contrato, a excepción 

                                                           
12 GARCÍA TREVIJANO, E. y MORET, V. Sinopsis del artículo 106 CE. Disponible en:  

http://www.congreso.es/consti/constitucion/indice/sinopsis/sinopsis.jsp?art=106&tipo=2 

(Consultada en noviembre de 2015). 

 

 

http://www.congreso.es/consti/constitucion/indice/sinopsis/sinopsis.jsp?art=106&tipo=2
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de que el daño haya tenido lugar como consecuencia de una orden inmediata y directa 

de la Administración, o como consecuencia de los vicios del proyecto elaborado por 

ella misma en el contrato de obras o en el de suministro de fabricación. 

Los elementos constitutivos de la responsabilidad patrimonial de la 

administración han sido concretados por la jurisprudencia (entre otras la STS 

3296/1998, de 20 de mayo): 

a) El primero de los elementos es la lesión patrimonial equivalente a daño o 

perjuicio en la doble modalidad de lucro cesante o daño emergente.  

b) En segundo lugar, la lesión se define como daño ilegítimo. 

c) El vínculo entre la lesión y el agente que la produce, es decir, entre el acto 

dañoso y la Administración, implica una actuación u omisión del poder público en uso 

de potestades públicas.  

d) Finalmente, la lesión ha de ser real y efectiva, nunca potencial o futura, pues 

el perjuicio tiene naturaleza exclusiva con posibilidad de ser cifrado en dinero y 

compensado de manera individualizable, debiéndose dar el necesario nexo causal 

entre la acción producida y el resultado dañoso ocasionado. 

Podemos concluir resumiendo que con la redacción vigente de la Disposición 

adicional novena, responderá la Administración titular de la vía cuando exista una falta 

de señalización en tramos de alta siniestralidad por atropellos a especies cinegéticas, 

y lo hará el contratista encargado del mantenimiento y conservación de la vía cuando 

el vallado no haya sido reparado en plazo.  

En la práctica, tanto para conocer cuál es la Administración titular de la vía 

donde se produjo el accidente, como para obtener información relativa a quién se 

encarga del mantenimiento de la misma, dirigiremos un escrito a la Demarcación de 

Carreteras del Estado en Asturias, dependiente de la Dirección General de Carreteras 

del Ministerio de Fomento.  Se adjunta modelo de escrito como ANEXO II. 
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3. Vías de actuación. 
 

Como hemos analizado, son muy diversas las circunstancias que pueden 

concurrir en un siniestro por atropello a especies cinegéticas. En función de los sujetos 

a los que se le pueda imputar la responsabilidad en cada caso, optaremos por una u 

otra vía de actuación. Acudiremos a la vía contencioso-administrativa cuando la 

reclamación de responsabilidad extracontractual por daños vaya dirigida a la 

Administración titular de la vía pública, siendo preciso la reclamación previa en vía 

administrativa, como se expondrá a continuación. En esta vía también se podrá 

demandar junto a la Administración de que se trate, a los sujetos privados que hayan 

intervenido en la producción del daño y a las compañías aseguradoras si las hubiese. 

Por otra parte, acudiremos a la vía civil cuando el accidente se haya producido como 

consecuencia de la acción de cazar y actuemos contra los titulares de los 

aprovechamientos cinegéticos y propietarios de los terrenos, así como cuando nos 

dirijamos contra la empresa contratista encargada del mantenimiento de la vía, por 

haberse producido el accidente como consecuencia de no haber reparado la valla de 

cerramiento en plazo. 

Tras haber presentado los ANEXOS I y II solicitando información sobre ciertas 

circunstancias que guardan relación con el siniestro, podemos concretar que el 

mantenimiento del tramo en que se produjo el mismo, el punto kilométrico 39,900 de la 

A-66, corresponde a la empresa concesionaria MANVÍA S.L y que el titular de la vía es 

el Ministerio de Fomento. En contestación al escrito que dirigimos a la Consejería de 

Desarrollo Rural y Recursos Naturales para obtener información acerca de la 

titularidad de los terrenos colindantes, y de la existencia de partidas de caza en las 

horas previas, se nos informa que el terreno en cuestión es la Zona de Seguridad Z.S-

05 de Oviedo, cuya gestión corresponde a la Administración del Principado de 

Asturias.  

Por otra parte, cabe hacer referencia a que el lugar del siniestro es un tramo 

alta siniestralidad por atropellos a especies cinegéticas y que no existe señalización 

específica. 

 Del Informe Arena se desprende que la conductora no infringió ninguna norma  

de circulación, que era de noche y había poca visibilidad y que la valla de cerramiento 

se encontraba en mal estado, puesto que presentaba una oquedad. 

En lo relativo a los daños ocasionados en el siniestro que hemos tomado como 

referencia hay que destacar que ascienden a 2.114 euros. 
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A. Reclamaciones en vía administrativa y procedimiento ante la 

jurisdicción contencioso-administrativa. 

Como ya hemos adelantado, cuando queramos dirigir la reclamación frente a la 

Administración titular de la vía pública, es necesario agotar la vía administrativa. Los 

artículos 139 y siguientes de la Ley 30/1992 regulan los procedimientos de 

responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas, desarrollados por el 

Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de los 

procedimientos de las Administraciones públicas en materia de responsabilidad 

patrimonial. Hay que tener en cuenta que a partir del 2 de octubre de 2016 será de 

aplicación en esta materia la Ley 39/2015. 

El procedimiento se podrá iniciar de oficio o por reclamación de los interesados. 

El plazo para llevar a cabo la reclamación es un plazo de prescripción de un año 

desde que se produjo el hecho o el acto que motive la indemnización o de 

manifestarse su efecto lesivo. Si se trata de daños personales, de carácter físico o 

psíquico, el plazo empezará a computarse desde la curación o la determinación del 

alcance de las secuelas.  

La reclamación previa en vía administrativa se hará ante el Órgano competente 

de la Administración pública que se trate, a través de un escrito que deberá cumplir los 

requisitos previsto en el artículo 70 de la LRJAP. La reclamación en vía administrativa 

supondrá la interrupción del plazo para la interposición de la acción judicial, que 

volverá a computar desde la notificación expresa de la resolución o hasta que se 

entienda desestimada por no haber notificado la resolución en el plazo de tres meses. 

Hasta que no se obtenga resolución expresa o se entienda desestimada la 

reclamación, no puede deducirse la misma pretensión ante la jurisdicción 

correspondiente. La resolución expresa o por silencio administrativo pone fin a la vía 

administrativa.13 

El Tribunal Constitucional ha establecido que la finalidad de la reclamación 

previa en vía administrativa es poner en conocimiento del órgano administrativo el 

contenido y fundamento de la pretensión formulada y darle ocasión de resolver 

directamente el litigio, evitando así la necesidad de acudir a la jurisdicción.14  

Siguiendo con el supuesto ficticio que es objeto de estudio, como ya 

apuntamos, la Consejería nos contesta al escrito en el que requeríamos información 

                                                           
13

 Artículo 142 de la LRJAP.   
14

 STC 60/1989, de 16 de marzo de 1989. 
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acerca de la titularidad de la vía, informándonos que la A-66 es una vía de titularidad 

estatal, por lo que el órgano competente al cual hemos de dirigir la reclamación por 

responsabilidad patrimonial previa es el Ministerio de Fomento, en concreto la División 

de Reclamaciones de Responsabilidad Patrimonial, dependiente de la Secretaría 

General Técnica.  Se acompaña el escrito como ANEXO III. 

Llegados a este punto hay que destacar que en la práctica son muy frecuentes 

las reclamaciones en vía administrativa en los supuestos en los que haya señalización 

específica y existan pocas garantías de obtener una resolución estimatoria. Ello se 

debe a que se nos va a facilitar mucha información desconocida hasta el momento, 

que incluso vamos a poder utilizar posteriormente, si optamos por llevar a cabo una 

reclamación ante la jurisdicción civil. En vía administrativa, serán llamados al 

procedimiento los terceros que puedan tener algún interés, en este caso concreto 

obtendremos Informe del Servicio de caza y pesca del Principado de Asturias, Informe 

del Jefe del Área de Conservación y Explotación de la Demarcación de Carreteras y 

los partes de vigilancia, operaciones e incidencias del día del siniestro de la empresa 

concesionaria.    

Una vez llevada a cabo la reclamación patrimonial en vía administrativa, puede 

ocurrir que obtengamos una resolución expresa o que no obtengamos resolución en el 

plazo de tres meses y se entienda desestimada. Vamos a ponernos en el primero de 

los casos: el 14 de diciembre de 2015 se nos notifica la resolución desestimatoria. En 

la misma se niega la existencia del nexo causal exigible entre el funcionamiento del 

servicio y el resultado lesivo que, en consecuencia, no procede sea reparado por la 

Administración. Se declara la inexistencia de responsabilidad patrimonial de la 

Administración, debiendo desestimarse la pretensión deducida y, en consecuencia, no 

indemnizar a la parte reclamante. 

 Hay que destacar la importancia que puede tener en la práctica de cara a las 

tasas que la reclamación sea desestimada por resolución expresa o por silencio 

administrativo, tras tres meses sin notificación. Si bien es cierto que tras la reforma de 

27 de febrero de la Ley 10/2012, de 20 de noviembre, por la que se regulan 

determinadas tasas en el ámbito de la Administración de Justicia y del Instituto 

Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses15, las personas físicas están exentas de 

tasas, no ocurre lo mismo con las personas jurídicas, que no lo están a no ser que 

sean beneficiarios del derecho de asistencia jurídica gratuita. Puede resultar que el 

                                                           
15

 Reforma introducida por el Real Decreto-ley 1/2015, de 27 de febrero, de mecanismo de 

segunda oportunidad, reducción de carga financiera y otras medidas de orden social. 
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perjudicado sea una persona jurídica que no tenga este derecho y que, desestimada la 

reclamación previa en vía administrativa, quiera hacer valer su derecho en la vía 

jurisdiccional. En este caso, la imposición de tasas dependerá de que la resolución sea 

expresa o por silencio, estando exento del pago de la tasa sólo en el segundo de los 

casos.16 

 Volviendo al supuesto de hecho que tenemos como objeto de estudio, una vez 

obtenida desestimación de la reclamación en vía administrativa a través de una 

notificación expresa, ya podemos deducir la pretensión ante la jurisdicción 

competente.17 La jurisdicción contencioso-administrativa conocerá  de las pretensiones 

que se deduzcan en relación con la responsabilidad patrimonial de las 

Administraciones. También lo hará cuando en la producción del daño hubieran 

concurrido sujetos privados, en nuestro caso podrán ser los titulares de los 

aprovechamientos cinegéticos o empresas concesionarias, demandando ante la 

jurisdicción contencioso-administrativa al sujeto privado de que se trate, junto a la 

Administración titular de la vía. Lo mismo ocurrirá cuando el interesado accione 

directamente contra la aseguradora de la Administración, junto a la Administración 

respectiva.18 

Habiendo obtenido una resolución desestimatoria de la reclamación llevada a 

cabo en vía administrativa, y queriendo hacer valer nuestra pretensión ante la 

jurisdicción contencioso-administrativa, conviene estudiar si el recurso lo planteamos 

únicamente contra el Ministerio de Fomento o si también demandamos a la empresa 

concesionaria encargada del mantenimiento de la vía, ya que la valla de cerramiento 

se encontraba en mal estado. En este caso concreto, no se puede imputar la 

responsabilidad al titular del terreno cinegético colindante, puesto que es la Zona de 

Seguridad ZS.-05 de Oviedo, donde la práctica de la caza está prohibida, por lo que el 

siniestro no pudo ser consecuencia de la acción de cazar. Cabe apuntar que si el 

siniestro hubiera tenido lugar con anterioridad a la entrada en vigor de la reforma de 

2014 de la Disposición adicional novena de la Ley de Tráfico, podríamos dirigirnos 

contra la Administración del Principado de Asturias, ya que es quien gestiona el 

terreno colindante y ha existido una falta de diligencia en la conservación del terreno 

acotado, circunstancia contemplada en la anterior redacción de la Disposición 

adicional novena. 

                                                           
16

 Artículo 4.1 d) de la Ley 10/2012, de 20 de noviembre, por la que se regulan determinadas 
tasas en el ámbito de la Administración de Justicia y del Instituto Nacional de Toxicología y 
Ciencias Forenses. 
17

 Artículo 25 de la LJCA. 
18

 Segundo párrafo del artículo 9.4 de la LOPJ. 
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Llegados a este punto, hay que valorar cómo puede repercutir a nuestro cliente 

el hecho de demandar a dos sujetos diferentes en la jurisdicción contencioso-

administrativa. Con ello quiero traer a colación el tema de las costas procesales, 

puesto que en el supuesto de una estimación parcial, cada parte abonará las costas 

causadas a su instancia y las comunes por mitad.19 Tras haber analizado con el cliente 

dicha posibilidad, optamos por interponer el recurso únicamente contra la 

Administración titular de la vía, es decir, contra el Ministerio de Fomento, por ser el 

titular de la vía pública y el órgano que dictó la resolución desestimatoria de la 

reclamación patrimonial en vía administrativa. 

La Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, establece que 

los Juzgados Centrales de lo Contencioso-administrativo conocerán, en primera o 

única instancia de los recursos contra las resoluciones dictadas por los Ministros y 

Secretarios de Estado en materia de responsabilidad patrimonial cuando lo reclamado 

no exceda de 30.050 euros.20 Si el siniestro hubiera tenido lugar en una vía de 

titularidad autonómica, la reclamación en vía administrativa tendría que haber sido 

dirigida a la Consejería de Desarrollo Rural y Recursos Naturales, y de ser 

desestimada, el recurso debería ser presentado ante el Juzgado de lo Contencioso-

administrativo. 

Como son competentes los Juzgados Centrales de lo Contencioso-

administrativo, la competencia territorial no dependerá de la elección del demandante 

prevista en la disposición Segunda del artículo 14 de Ley reguladora de la Jurisdicción 

Contencioso-administrativa, ya que los Juzgados Centrales de lo Contencioso-

administrativo, son Juzgados de ámbito estatal que se hallan sitos en Madrid.21  

Por otra parte, como ya hemos apuntado, el plazo de prescripción se 

interrumpe con la reclamación previa en vía administrativa, volviéndose a computar 

desde la notificación expresa de la resolución o hasta que se entienda desestimada 

por no haber notificado la resolución en el plazo de tres meses. El plazo para 

interponer el recurso, será de dos meses desde el día siguiente a la notificación de la 

resolución desestimatoria que pone fin a la vía administrativa.22 En caso de no haber 

obtenido una resolución expresa, y que nuestra pretensión se haya entendido 

                                                           
19

 Artículo 139 de la LJCA. 
20

 Artículo 9.1 d) de la LJCA. 
21

 La disposición segunda del artículo 14 de la LJCA establece que cuando el recurso tenga por 

objeto un acto en materia de responsabilidad patrimonial de la Administración, será 
competente, a elección del demandante, el juzgado o el tribunal en cuya circunscripción tenga 
aquél su domicilio o se halle la sede del órgano autor del acto originario impugnado. 
22

 Artículo 46.1 de la LJCA. 
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desestimada por silencio administrativo, no existe plazo para interponer el recurso ante 

la Jurisdicción Contencioso-administrativa.23 

En lo relativo al procedimiento, se seguirán los trámites del procedimiento 

abreviado, al no superar la cuantía del recurso los 30.000 euros.24 

En cuanto a los requisitos formales, se iniciará por demanda, a la que se 

deberá acompañar el  documento que acredite la representación del compareciente y 

la copia de la disposición que se recurre, o indicación del expediente en que haya 

recaído el acto. 25 

Tras estas directrices, procedemos a formalizar e interponer recurso contra la 

resolución desestimatoria ante la jurisdicción contencioso-administrativa contra la 

resolución desestimatoria dictada por el Ministerio de Fomento. Se adjunta el escrito 

como ANEXO IV.  

 Una vez interpuesta, el Letrado de la Administración de Justicia, examinará de 

oficio la validez de la competencia, admitiéndola a trámite si ésta es válida. Además, 

acordará su traslado al demandado, citando a las partes para la celebración de vista, 

con indicación de día y hora, y requerirá a la Administración demandada que remita el 

expediente administrativo con al menos quince días de antelación del término 

señalado para la vista.26 El emplazamiento de la Administración se entenderá 

efectuado por la reclamación del expediente. Las Administraciones públicas se 

entenderán personadas por el envío del expediente.27  

El actor puede pedir por otrosí en su demanda que se falle sin necesidad de 

recibimiento a prueba ni tampoco de vista, dando traslado de la misma en este caso el 

Secretario judicial a las partes demandadas para que la contesten en el plazo de 

veinte días. Las partes demandadas podrán, dentro de los diez primeros días del plazo 

para contestar a la demanda, solicitar la celebración de la vista. En dicho caso el 

Secretario judicial citará a las partes. Si tampoco solicita la celebración de la vista, el 

                                                           
23

 Aunque el artículo 46.1 de la LJCA, establezca un plazo para interponer el recurso 

contencioso-administrativo de seis meses desde el día siguiente a que el acto se presuma 
presunto, el Tribunal Constitucional ha eliminado dicho plazo en la  STC 52/2014, de 10 de 

abril, entendiendo que "ya no tienen encaje en el concepto legal de acto presunto los supuestos 
en los que el ordenamiento jurídico determina el efecto desestimatorio de la solicitud 
formulada". Y, en consecuencia, "la impugnación jurisdiccional de las desestimaciones por 
silencio no está sujeta al plazo de caducidad previsto en el artículo 46.1 LJCA". 
24

 Artículo 78.1 de la LJCA. 
25

 Artículo 78.2 y 45.2 de la LJCA. 
26

 Artículo 78 de la LJCA. 
27

Artículos 48.1 49.1 y 50 de la LJCA. 
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Secretario judicial declara concluso el pleito sin más trámite una vez contestada la 

demanda, salvo que el Juez acuerde de oficio el recibimiento del pleito a prueba. 

Recibido el expediente administrativo, el Secretario judicial lo remitirá al actor y 

a los interesados que se hubieren personado para que puedan hacer alegaciones en 

el acto de la vista.  

Si el actor no compareciere a la vista, se le tendrá por desistido del recurso y 

será condenado en costas, y si compareciere sólo el actor, acordará que prosiga la 

vista en ausencia del demandado. 

En lo que se refiere al desarrollo de la vista, comenzará interviniendo el 

demandante, que expondrá los fundamentos de lo que pida o llevará a cabo la  

ratificación de los expuestos en la demanda. Seguidamente el demandado podrá 

formular las alegaciones que a su derecho convengan, comenzando, en su caso, por 

las cuestiones relativas a la jurisdicción, a la competencia objetiva y territorial y a 

cualquier otro hecho o circunstancia que pueda obstar a la válida prosecución y 

término del proceso mediante sentencia sobre el fondo. Si no se plantean cuestiones 

procesales o, habiéndose suscitado, el Juez determina la continuación del juicio, se 

dará la palabra a las partes para fijar con claridad los hechos en que fundamenten sus 

pretensiones. Si no hubiere conformidad sobre ellos, se propondrán las pruebas y, una 

vez admitidas, se practicarán seguidamente. Si se deniega la práctica de algún medio 

de prueba, las partes podrán interponer en el acto recurso de reposición, que se 

sustanciará y resolverá seguidamente. Si así se acuerda, las partes podrán exponer 

sus conclusiones acerca de los hechos, la prueba practicada y los fundamentos 

jurídicos en que apoyen sus pretensiones. Tras la práctica de la prueba, si la hubiere, 

y, en su caso, de las conclusiones, oídos los Letrados, las personas que sean parte en 

los asuntos podrán, con la venia del Juez, exponer de palabra lo que crean oportuno 

para su defensa a la conclusión de la vista, antes de darla por terminada. 

En lo relativo a la Sentencia, el plazo que fija la Ley para que el órgano judicial 

dicte la misma es de diez días desde la celebración de la vista.28 
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 Artículo 78 de la LJCA. 
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B. Reclamaciones extrajudiciales y procedimiento ante la jurisdicción 

civil. 

 Como ya hemos estudiado, es posible exigir la responsabilidad por los daños 

causados por el siniestro al titular del terreno cinegético y/o la empresa concesionaria 

encargada del mantenimiento de la vía cuando haya habido partidas de caza mayor el 

mismo día del siniestro o que haya concluido doce horas antes de aquél, así como 

cuando no se haya reparado la valla de cerramiento en plazo. Como ya hemos 

apuntado, la forma más fácil de conocer la titularidad de los terrenos colindantes, si 

hubo partidas de caza en los mismos el día del siniestro o las doce horas antes al 

mismo, cuál es la empresa concesionaria encargada del mantenimiento de la vía, así 

como el estado en que se encontraba la misma, es requiriéndosela a la 

Administración.  

 La reclamación extrajudicial frente a la empresa concesionaria o el titular del 

terreno de aprovechamiento cinegético, interrumpirá la prescripción de la acción y se 

puede llevar de forma paralela a la reclamación en vía administrativa. Lo que no va a 

ser posible es obtener un resultado favorable en ambas y, por consiguiente, el 

resarcimiento por partida doble a través de sendas vías. En la práctica, si la cantidad 

de la reclamación es pequeña, es probable que se pueda llegar a un acuerdo 

extrajudicial con el sujeto reclamado, ya que el inicio de un procedimiento judicial va a 

resultar más costoso.  

 El plazo para llevar a cabo una reclamación civil por las obligaciones derivadas 

de la culpa o negligencia de que se trata en el artículo 1.902 CC es de un año, desde 

que lo supo el agraviado, así lo dispone el artículo 1968 CC. Por su parte, el artículo 

1973 CC establece que tanto la reclamación extrajudicial como la judicial supondrá la 

interrupción de la prescripción de la acción. 

La interrupción de la prescripción supone que el tiempo transcurrido hasta 

entonces no se compute y se comience de nuevo a contar el plazo durante el que 

puede interponerse la reclamación. La profesora Dra. Ayudante de Derecho Civil de la 

Universidad de Castilla-La Mancha, Pilar Domínguez Martínez, hace un análisis de los 

requisitos establecidos por la jurisprudencia del Tribunal Supremo que deben reunir las 

causas de interrupción de la prescripción:29 A) Los actos interruptivos deben tener por 

objeto la pretensión que se encuentra en curso de prescripción y no otra, B) El 

                                                           
29

 DOMÍNGUEZ MARTÍNEZ, P. Comentario al artículo 1973 CC. Grandes 

tratados. Comentarios al Código Civil. Editorial Aranzadi, SA, Enero de 2009. 
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ejercicio de la acción o reclamación debe proceder del titular del derecho o por su 

representante legal o voluntario, aunque lo sea por mandato verbal (se admite también 

la eficacia del acto interruptivo cuando es ejecutado por persona facultada por el 

acreedor), C) Debe ejercitarse contra el sujeto pasivo de la pretensión o su 

representante legal o voluntario y no contra otro, D) En cuanto a la reclamación 

extrajudicial, debe tratarse de una verdadera reclamación y no un mero recordatorio de 

la deuda y, además, debe llegar a conocimiento del deudor. Se acompaña un escrito 

de reclamación extrajudicial a la empresa concesionaria como ANEXO IV. 

No habiendo podido llegar a un acuerdo extrajudicial, optamos por iniciar una 

reclamación judicial para obtener el resarcimiento por los daños ocasionados. Hemos 

de formular nuestra pretensión ante la jurisdicción civil30, en concreto, ante el Juzgado 

de Primera Instancia de Oviedo31, por ser el del Partido Judicial donde se produjo el 

siniestro. Se seguirán los trámites del juicio verbal, puesto que la cuantía no excede de 

6.000 euros y no se trata de una materia reservada por Ley para el ámbito del juicio 

ordinario.32 

El procedimiento se iniciará con la interposición de la demanda de juicio verbal, 

con contenido y forma propios del juicio ordinario. Tras la última reforma el 7 de 

octubre de 2015, únicamente se formulará demanda sucinta cuando no se actúe con 

abogado y procurador.33  

En el encabezamiento de la demanda deberán aparecer los datos 

identificativos del actor y del demandado, así como el domicilio o residencia en que 

pueden ser emplazados, se expondrán numerados y separados los hechos y los 

fundamentos de derecho y se fijará con claridad y precisión lo que se pida. Se hará 

mención del nombre y apellidos del procurador y del abogado del actor, cuando 

intervengan. Los hechos se narrarán de forma ordenada y clara, al igual que los 

documentos, medios e instrumentos que se aporten.  En los fundamentos de derecho, 

además de los que se refieran al asunto de fondo planteado, se incluirán, las 

alegaciones que procedan sobre capacidad de las partes, representación de ellas o 

del procurador, jurisdicción, competencia y clase de juicio en que se deba sustanciar la 

demanda, así como sobre cualesquiera otros hechos de los que pueda depender la 

validez del juicio y la procedencia de una sentencia sobre el fondo. En la petición, 

cuando sean varios los pronunciamientos judiciales que se pretendan, se expresarán 
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 Artículo 9.2 LOPJ. 
31

 Artículo 85.1 LOPJ y artículos 45 y 52.1.9º LEC. 
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 Artículo 250.2 LEC. 
33

 Artículo 437 LEC. 
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con la debida separación. Las peticiones formuladas subsidiariamente, para el caso de 

que las principales fuesen desestimadas, se harán constar por su orden y 

separadamente. 34 Se acompaña modelo de demanda como ANEXO V. 

El Secretario Judicial, hoy conocido como Letrado de la Administración de 

Justicia, admitirá la demanda por decreto o dará cuenta de ella al Tribunal para que 

resuelva sobre la admisión cuando estime falta de jurisdicción o competencia del 

Tribunal o cuando la demanda adoleciese de defectos formales y no se hubiesen 

subsanado por el actor en el plazo concedido para ello por el Secretario Judicial. 

Admitida la demanda, dará traslado de ella al demandado para que la conteste por 

escrito en el plazo de diez días conforme a lo dispuesto para el juicio ordinario. Si el 

demandado no compareciere en el plazo otorgado será declarado en rebeldía.35 

El demandado, en su contestación, deberá pronunciarse solicitando o no la 

celebración de  vista. Igualmente, el demandante deberá pronunciarse sobre ello, en el 

plazo de 3 días desde el traslado del escrito de contestación. Si ninguna de las partes 

solicitase la celebración de vista y el Tribunal no la considerase procedente, dictará 

sentencia sin más trámites. Bastará con que una de las partes solicite la celebración 

de vista para que el Secretario judicial señale día y hora para su celebración, dentro de 

los 5 días siguientes. Aún así, en cualquier momento previo a la celebración de la 

vista, cualquiera de las partes podrá apartarse de su solicitud. En este caso se dará 

traslado a la otra parte por 3 días y si no se hubiera alegaciones u oposición, quedarán 

los autos conclusos para sentencia si el tribunal así lo considera.36 

Contestada la demanda y, en su caso, la reconvención, o transcurridos los 

plazos, el Secretario judicial, cuando haya de celebrarse vista, citará a las partes 

dentro de los 5 días siguientes. La vista habrá de tener lugar dentro del plazo máximo 

de un mes. En la citación se fijará el día y hora en el que haya de celebrarse la vista, 

se informará a las partes de la posibilidad de recurrir a una negociación o mediación, 

se hará constar que la vista no se suspenderá por inasistencia del demandado, se 

advertirá a los litigantes que han de concurrir con los medios de prueba de que 

intenten valerse, con la prevención de que si no asistieren y se propusiere y admitiere 

su declaración, podrán considerarse admitidos los hechos del interrogatorio, se 

indicará a las partes que, en el plazo de los 5 días desde la recepción de la citación, 

deben indicar las personas que, han de ser citadas por no poderlas presentar ellas 

                                                           
34

 Artículos 155 y 399 LEC. 
35

 Artículos 404 y 438 LEC. 
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mismas. En el mismo plazo podrán las partes pedir respuestas escritas de personas 

jurídicas o entidades públicas.37 

 

 Como hemos apuntado, si no compareciere el demandado, se procederá 

igualmente a la celebración del juicio. Si es el demandante quien no asistiese a la 

vista, y el demandado no alegare interés legítimo en la continuación del proceso para 

que se dicte sentencia sobre el fondo, se tendrá en el acto por desistido a aquél de la 

demanda, se le impondrán las costas causadas y se le condenará a indemnizar al 

demandado comparecido, si éste lo solicitare y acreditare los daños y perjuicios 

sufridos.38 

 En lo referido al desarrollo de la vista, comparecidas las partes, el tribunal 

declarará abierto el acto y comprobará si subsiste el litigio. Si manifestasen haber 

llegado a un acuerdo o se mostrasen dispuestas a concluirlo de inmediato, podrán 

desistir del proceso o solicitar del tribunal que homologue el acuerdo. El acuerdo 

surtirá los efectos de transacción judicial y podrá ejecutarse por instando la ejecución 

de títulos judiciales. Dicho acuerdo podrá impugnarse por las causas y en la forma 

prevista para la transacción judicial. Además, las partes de común acuerdo podrán 

solicitar la suspensión del proceso para someterse a mediación. Si la mediación 

terminara sin acuerdo, cualquiera de las partes podrá solicitar que se señale fecha 

para la continuación de la vista. En el caso de haberse alcanzado acuerdo, éstas 

deberán comunicarlo al tribunal para que decrete el archivo, sin perjuicio de solicitar 

previamente su homologación judicial. Si las partes no hubiesen llegado a un acuerdo 

o no se mostrasen dispuestas a concluirlo, el Tribunal resolverá sobre circunstancias 

que puedan impedir la prosecución y buen término del proceso. 

Si no se hubieran suscitado las cuestiones procesales o si, formuladas, se 

resolviese por el tribunal la continuación del acto, se dará la palabra a las partes para 

realizar aclaraciones y fijar los hechos sobre los que exista contradicción. Si no 

hubiere conformidad sobre todos ellos, se propondrán las pruebas y se practicarán 

seguidamente las que resulten admitidas. La proposición de la prueba se hará de 

forma verbal, sin perjuicio de la obligación de las partes de aportar en el acto escrito 

detallado de la misma, pudiendo completarlo durante la audiencia. La omisión de la 

presentación de dicho escrito no dará lugar a la inadmisión de la prueba, quedando 

condicionada ésta a que se presente en el plazo de los dos días siguientes. Contra las 

resoluciones del tribunal sobre admisión o inadmisión de pruebas sólo cabrá recurso 
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de reposición, que se sustanciará y resolverá en el acto, y si se desestimare, la parte 

podrá formular protesta a efecto de hacer valer sus derechos, en su caso, en la 

segunda instancia. Cuando el tribunal considere que las pruebas propuestas por las 

partes pudieran resultar insuficientes para el esclarecimiento de los hechos 

controvertidos lo pondrá de manifiesto a las partes indicando el hecho o hechos que, a 

su juicio, podrían verse afectados por la insuficiencia probatoria. Al efectuar esta 

manifestación, el tribunal, ciñéndose a los elementos probatorios cuya existencia 

resulte de los autos, podrá señalar también la prueba o pruebas cuya práctica 

considere conveniente.39  

Practicadas las pruebas, el Tribunal podrá conceder a las partes que formulen 

oralmente sus conclusiones. A continuación, se dará por terminada la vista y el 

Tribunal dictará sentencia dentro de los 10 días siguientes.40 

En lo relativo criterio jurisprudencial seguido por la Audiencia Provincial de 

Asturias en esta materia tras la reforma de la Disposición adicional novena, aun no se 

puede establecer una línea clara puesto que todavía no ha conocido de muchos 

asuntos. 

Como ya hemos apuntado, tras el Acuerdo de la Audiencia Provincial de 

Asturias de 27 de febrero de 2007 para la Unificación de las distintas Secciones de la 

misma, se viene exigiendo a los titulares de los aprovechamientos cinegéticos el deber 

de acreditar que han actuado con toda la diligencia debida en el cumplimiento de sus 

obligaciones.  

En este sentido se pronuncian la mayor parte de las Sentencias de la Audiencia 

Provincial, aplicando la teoría de la responsabilidad objetiva por riesgo y exigiendo la 

mayor diligencia posible también a las empresas concesionarias. La Sentencia de la 

Sección 5ª de la Audiencia Provincial de Asturias, de 25 de junio de 2.007 dispone que  

en orden a establecer las pautas para el adecuado examen de la posible 

responsabilidad del concesionario encargado de la explotación o conservación de la 

vía, puede servir de guía la sentencia del Alto Tribunal de 5-5-98 , de cuyo tenor se 

extraen los de inversión de la carga de la prueba, estableciendo de cargo del 

concesionario la ausencia de su responsabilidad y de examen de su conducta de 

acuerdo con la exigencia o deber de agotamiento de la diligencia exigible, que no se 

satisface ni siquiera con el puntual cumplimiento de las precauciones o prevenciones 

legales y reglamentarias si todas ellas se revelan insuficientes y cuyo 
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dimensionamiento adecuado debe de tener en cuenta la frecuencia del hecho 

enjuiciado, como en el supuesto de irrupción de animales en la calzada, de forma que 

hasta en tanto no se alcance el dicho canon de agotamiento de la diligencia no es 

posible reputar el suceso de insuperable, imprevisible o irresistible, en suma, de 

fortuito, sino que "el riesgo de la explotación debe asumirlo la concesionaria" de 

acuerdo con el conocido principio "cuius commoda eius incommoda", es decir, que 

quien se beneficia de una actividad o explotación debe hacerse cargo de sus riesgos o 

consecuencias negativas, criterio que también expresa la STS de 31-1-2.000 y en el 

que un sector de la doctrina científica encuentra justificación para imputar la 

responsabilidad del daño al concesionario de la vía, en cuanto que no puede menos 

de considerarse como riesgo previsible y típico de su actividad empresarial la irrupción 

de un animal en la calzada. 

Por otra parte, resulta interesante el estudio de la posición adoptada por otras 

Sentencias de la Audiencia Provincial de Asturias, como es el caso de la Sentencia  de 

la Sección 5º  de 28 de enero de 2011, o la de la Sección 6º de 28 de Mayo del 2012.  

La referida jurisprudencia parte de la consideración de la necesidad de señalar la 

concreta omisión padecida, no siendo suficiente con invocar una genérica obligación 

de diligencia sin concretar la medida o medidas específicas, que siendo necesarias y 

estando al alcance del imputado el poder adoptarlas, su omisión fuera la causa que 

provocó el perjuicio. Consideran que corresponde al demandante probar la existencia 

de rotura o defecto el vallado de la autovía, que hubiese propiciado la entrada del 

animal. Además consideran suficiente para eludir la misma la demostración de la 

realización de diversos viajes diarios por sus empleados en cumplimiento de los 

deberes de custodia y vigilancia asumidos por la concesión, y estiman como 

exonerativa de su responsabilidad la realización de comunicaciones o informes 

dirigidas a la Administración competente instándoles la adopción de medidas a fin de 

evitar la causa de accidentes como el presente, argumentando de la que si la 

concesionaria no puede adoptar medida alguna "ex novo", ninguna responsabilidad 

puede imputársele, pues tales labores irían más allá de lo que estaría obligada 

contractualmente. Finalmente, se considera que si la autovía no se encuentra 

totalmente cerrada sobre sí, pues sus accesos carecen de aislamiento, pretender que 

en cada uno ponga la concesionaria vigilancia para impedir las entradas de los 

animales supondría un exceso, ajeno a la más elemental reciprocidad de las 

prestaciones de la concesión, dado su elevadísimo coste económico, lo que permite 

calificar dicha medida de exorbitante.  



29 
 

Toda la jurisprudencia aportada hasta el momento es anterior a la entrada en 

vigor de la nueva redacción de la Disposición adicional novena, por lo que considero 

necesario el estudio de alguna resolución que verse sobre un siniestro acaecido tras el 

9 de mayo de 2014. La Sentencia de la Sección 4ª de la AP de Asturias núm. 76/2015, 

de 18 de marzo, se pronuncia sobre un recurso de apelación contra la Sentencia de 4 

de diciembre de 2014 del Juzgado de Primera Instancia nº1 de Grado, que desestima 

la demanda del perjudicado por atropello a un jabalí dirigida contra la empresa 

concesionaria encargada del mantenimiento de la vía. La Sentencia de Primera 

Instancia llevó a cabo una interpretación literal de la Ley y entendió que no se 

acreditaba la concurrencia de los dos títulos de imputación en los que podía afirmarse 

la responsabilidad del concesionario demandado, con arreglo a la citada Disposición 

Adicional Novena, tras su nueva redacción operada por la Ley 6/2014, de 7 de abril. 

Particularmente, se consideró que no se había acreditado que la presencia del animal 

obedeciese a una falta de reparación de la valla de cerramiento, y por estimar que no 

competía al concesionario proceder a la señalización específica de animales sueltos 

del tramo en el que se produjo el accidente. Por su parte, la Sentencia de la Audiencia 

Provincial, vino estimar el recurso y condenar a la empresa concesionaria demandada, 

aplicando la teoría de responsabilidad objetiva por riesgo y la inversión de la carga de 

la prueba, entendiéndose que debe considerarse vigente pese a la nueva redacción de 

la Disposición Adicional Novena operada por la Ley 6/2014, de 7 de abril , pues la 

reforma lo que hace es reducir los títulos de imputación de responsabilidad del titular 

de la vía en estos casos (a los ya señalados de falta de reparación y de falta de 

señalización de la vía), pero no puede desconocerse que las razones en las que 

descansa dicha inversión de carga de la prueba permanecen: de un lado la presencia 

de un animal en la calzada es un hecho extraño e inusual; ello presupone la existencia 

de un fallo en los sistemas de seguridad de, en este caso, la autovía, y particularmente 

en el vallado; siendo el concesionario demandado quien está en mejor situación para 

probar las razones por las cuales dicha irrupción se produjo y por ello para excluir su 

responsabilidad asentada en deficiencias en el cierre… 
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IV. Conclusiones y reflexiones finales. 
 

En el desarrollo del Trabajo Fin de Máster se ha podido analizar que en los 

siniestros acaecidos como consecuencia del atropello a especies cinegéticas pueden 

darse circunstancias muy variadas que determinarán la elección de una u otra forma 

de actuación para reclamar la responsabilidad por los daños sufridos. La última 

reforma de la Disposición adicional novena de la Ley de Tráfico, incide grave y 

directamente en la elección la vía más idónea de actuación. Se trata de una 

modificación reprochable al legislador tanto por ceder a la presión ejercitada por las 

sociedades de cazadores, como por su falta de precisión en la imputación de 

responsabilidad a la Administración titular de la vía donde se haya producido el 

siniestro. Como se ha examinado, el texto legal dispone que ésta será responsable 

cuando el accidente haya sido consecuencia de no haber reparado la valla de 

cerramiento en plazo, siendo esto obligación del contratista encargado de la 

conservación de la vía. 

Cabe señalar que el estudio teórico de la materia se ha llevado de forma 

paralela a su análisis práctico, puesto que he tenido la posibilidad de tener acceso a 

ello en las prácticas profesionales que forman parte de la formación del Máster en 

Abogacía. En las mismas me he puesto en el lugar de las empresas encargadas del 

mantenimiento y conservación de las vías públicas, dado que el despacho tiene una 

iguala con una de estas empresas, lo que me ha permitido examinar multitud de 

reclamaciones nuevas así como expedientes ya terminados, realizar escritos, acudir a 

instituciones para analizar expedientes y presenciar el desarrollo de vistas. Al tratarse 

de una empresa concesionaria, observo que la mayor parte de los conocimientos 

prácticos que he obtenido se corresponden con aspectos de la jurisdicción civil. Sin 

embargo, también he adquirido conocimientos prácticos sobre la vía administrativa, 

puesto que en el procedimiento administrativo por el que se reclama la responsabilidad 

patrimonial de la Administración, como titular de la vía, se da trámite de audiencia para 

hacer alegaciones a terceros interesados, entre ellos, las empresa encargada del 

mantenimiento y conservación del tramo de la vía donde se produjo el siniestro. El 

estudio práctico del tema me ha hecho comprender con más facilidad la parte teórica 

del mismo. 

Por otra parte, el haber podido examinar una gran cantidad de expedientes   

me ha servido para aprender que no existe una única forma correcta de actuación, 

sino que hay una gran variedad de posibilidades. Esto también ha hecho plantearme 

qué forma de actuación es la más efectiva en función de las circunstancias que 
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concurran. Lo que me lleva a concluir el presente trabajo recogiendo una relación de 

cuál es, a mi juicio, la forma más idónea de actuación en función del escenario de 

circunstancias ante el que nos hallemos.      

Una vez hayamos obtenido toda la información relativa al siniestro que nos 

ocupe, podremos acudir a una u otra vía y dirigirnos contra unos u otros sujetos. Estos 

sujetos podrán ser: los titulares de los terrenos cinegéticos, la Administración titular de 

la vía donde tuvo lugar el accidente y la empresa encargada del mantenimiento y 

conservación de dicha vía. 

Cuando no haya señalización específica de animales sueltos en el tramo del 

accidente, tratándose de un tramo de alta accidentalidad, presentaremos una 

reclamación de responsabilidad patrimonial de la Administración en vía administrativa. 

Es importante conocer cuál es la Administración competente, puesto que de ser la del 

Estado, deberemos dirigir la reclamación al Ministerio de Fomento, mientras que si es 

la del Principado de Asturias, deberemos presentarla contra la Consejería de 

Desarrollo Rural y Recursos Naturales. 

Si la reclamación es desestimada, habremos agotado la vía administrativa y 

podremos dilucidar nuestra pretensión ante la jurisdicción contencioso-administrativa. 

Si la resolución que pone fin a la vía administrativa ha sido dictada por la Consejería 

de Desarrollo Rural y Recursos Naturales, el Órgano competente ante el que 

interponer el correspondiente recurso será el Juzgado de lo Contencioso-

administrativo que por turno corresponda del partido judicial donde haya tenido lugar el 

accidente, mientras que si por el contrario, la resolución desestimatoria es dictada por 

el Ministerio de Fomento, el Órgano competente será el Juzgado Central de lo 

Contencioso-administrativo que por turno corresponda.  

Llegados a este punto, quiero hacer referencia a que es frecuente que en la 

práctica se lleven a cabo reclamaciones en vía administrativa, aún existiendo 

señalización específica e independientemente del estado en que se encuentre el 

vallado, con el único de fin de obtener información para posteriormente ejercitar las 

correspondientes acciones civiles. Desde mi punto de vista, debemos acudir a la vía 

administrativa y, posteriormente, a la jurisdicción contencioso-administrativa 

únicamente  cuando exista una falta de señalización en tramos de alta siniestralidad 

por atropellos a especies cinegéticas, puesto que quien tiene competencia para decidir 

cuándo y dónde se instalan dichas señales es la Administración titular de la vía. Sin 

embargo, cuando existan defectos en el vallado, considero que es más adecuado  

acudir a la civil responsabilizando de dicho defecto a la empresa encargada del 
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mantenimiento y conservación de la vía.  Se puede solicitar en la demanda civil 

mediante otrosí la provisión de información, que habríamos podido obtener en vía 

administrativa, esto es los partes de vigilancia e incidencias de la empresa, en los que 

podremos valorar si ha actuado con la mayor diligencia exigida contractualmente, en lo 

relativo a la reparación del vallado.  

 Por otro lado, cuando haya habido partidas de caza el día del siniestro o doce 

horas antes al mismo, nos dirigiremos contra el titular del terreno cinegético en 

cuestión, en vía civil.  

Antes de acudir a la vía jurisdiccional, podremos llevar a cabo una reclamación 

extrajudicial ante el titular del terreno de aprovechamiento cinegético o ante la 

empresa encargada del mantenimiento de la vía, que interrumpirá la prescripción de la 

acción. Las reclamaciones extrajudiciales son muy interesantes en los casos de daños 

de escasa cuantía económica, pudiendo evitar el procedimiento civil. 

Cabe plantearse otro escenario posible, en el que el particular atropella a la 

especie cinegética, cumpliendo las normas de circulación, pero a la hora de analizar 

las circunstancias observamos que no ha habido partidas de caza, ni tampoco  

defectos en el vallado, con existencia de señal de peligro de paso de animales en el 

tramo en cuestión. Es algo muy frecuente en la práctica, puesto que los animales 

pueden entrar en las vías a través de enlaces de acceso o, con más facilidad en el 

caso de las carreteras nacionales, puesto que no disponen de vallado. Ante esta 

situación y con una interpretación literal de la Ley resultaría responsable el conductor 

del vehículo. Sin embargo, hasta ahora la jurisprudencia ha venido modulando el tenor 

literal de la Ley exigiendo a las empresas la carga de la prueba de haber agotado la 

diligencia exigible en orden al cumplimiento de sus deberes conservación y 

mantenimiento, haciéndoles responsables en los casos de no haber acreditado su 

completa diligencia al efecto. 

 Para concluir, quería analizar la problemática desde un plano más general, no 

ya desde el punto de vista de los sujetos a los que se le puede imputar la 

responsabilidad en un supuesto de hecho concreto. Quiero traer a colación la 

superpoblación de especies cinegéticas del Principado de Asturias, en concreto del 

jabalí, que da lugar a un elevado riesgo de invasión de estos animales en las calzadas, 

provocando cuantiosos daños. Ello genera una alarma social de la que la 

Administración autonómica es conocedora, debiendo llevar a cabo medidas para 

solventarla. Soy consciente de lo complejo que es reducir la superpoblación de 

especies, con el máximo respeto de la fauna silvestre en el marco establecido por la 
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Ley 42/2007, de 13 de diciembre,  del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad. Hasta 

que disminuya la alta accidentalidad derivada de unión de dos factores como son la 

alta densidad de vehículos en circulación y la superpoblación de especies cinegéticas, 

resulta muy interesante ejercicio de la abogacía ser conocedor de las vías de 

actuación con que cuenta el perjudicado en la reclamación de daños producidos por el 

atropello a especies cinegéticas, puesto que como hemos visto, es algo muy frecuente 

en la práctica.  
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ANEXOS 
  



ANEXO I. Escrito ante la Consejería de Desarrollo Rural y Recursos Naturales 

solicitando información acerca de la titularidad de los terrenos cinegéticos. 

 

A LA CONSEJERÍA DE DESARROLLO RURAL Y RECURSOS NATURALES 

SERVICIO DE CAZA Y PESCA 

 

PATRICIA PILAR LEÓN MALLÉN, con DNI 15506113-L,  letrada  XXXX del 

Ilustre Colegio de Abogados de Oviedo, con domicilio profesional a efectos de 

notificaciones  en Oviedo, calle XXX, Tlf XXX, en representación, según poder apud 

acta, de Dª. ANA LÓPEZ MENÉNDEZ, a medio del presente comparece y DICE: 

Que mi mandante sufrió un siniestro el 23 de junio de 2015 a las 05:55 horas 

cuando conducía el vehículo de su propiedad, matrícula 7227-JKL, a la altura del 

punto kilométrico 39,900 de la A-66, sentido Oviedo, en el que un jabalí irrumpe de 

forma súbita en la calzada. Según la información obrante en sus archivos intereso 

información en relación a: 

- Los titulares de los terrenos colindantes, por el que transcurre el punto 

kilométrico 39,900 del tramo con sentido a Oviedo de la Autovía A-66. 

.- Si ha tenido lugar acción de caza colectiva en los referidos terrenos en las 

fechas 22/06/2015 y 23/06/2015. 

 

Por lo expuesto, 

SOLICITA, que se tenga por presentado este escrito, se sirva admitirlo y 

acuerde informar conforme se deja interesado. 

En Oviedo, a 6 de septiembre de 2015. 

   

   

Fdo: Patricia Pilar León Mallén 

(ICAO XXXX) 

 



ANEXO II. Escrito ante la Demarcación de Carreteras solicitando información 

acerca de la titularidad de la vía y la empresa encargada del mantenimiento.  

 

DEMARCACIÓN DE CARRETERAS DEL  
ESTADO EN ASTURIAS 

DIRECCIÓN GENERAL DE CARRETERAS 
MINISTERIO DE FOMENTO  

 

 

A LA DEMARCACIÓN DE CARRETERAS DEL ESTADO EN ASTURIAS. 

PATRICIA PILAR LEÓN MALLÉN, letrada  XXXX del Ilustre Colegio de 

Abogados de Oviedo, con domicilio profesional a efectos de notificaciones en Oviedo, 

calle XXX, Tlf. XXX, en representación, según poder apud acta, de Dª. ANA LÓPEZ 

MENÉNDEZ, a medio del presente comparece y DICE: 

Que mi mandante sufrió un siniestro el 23 de junio de 2015 a las 05:55 horas 

cuando conducía el vehículo de su propiedad, matrícula 7227-JKL, a la altura del 

punto kilométrico 39,900 de la A-66, sentido Oviedo, en el que un jabalí irrumpe de 

forma súbita en la calzada. Según la información obrante en sus archivos intereso 

información en relación a: 

- La Administración titular de la vía A-66, en el tramo  por el que transcurre el 

punto kilométrico 39,900, sentido Oviedo. 

- La empresa encargada del mantenimiento y conservación de la vía en el 

referido tramo. 

Por lo expuesto, 

SOLICITA, que se tenga por presentado este escrito, se sirva admitirlo y 

acuerde informar conforme se deja interesado. 

En Oviedo, a 6 de septiembre de 2015. 

 

 

Fdo: Patricia Pilar León Mallén 

(ICAO XXXX) 

 



ANEXO III. Reclamación patrimonial previa en vía administrativa. 

AL MINISTERIO DE FOMENTO. 

PATRICIA PILAR LEÓN MALLÉN,  letrada  XXXX del Ilustre Colegio de 

Abogados de Oviedo, con domicilio profesional a efectos de notificaciones en Oviedo, 

calle XXX, Tlf. XXX, en representación, según copia de poder que se acompaña al 

presente escrito como documento núm. 1, de Dª. ANA LÓPEZ MENÉNDEZ, con DNI 

XXX a medio del presente comparece y DICE: 

Que por medio del presente escrito, en tiempo y forma hábiles, al amparo del 

artículo 6 del R.D. Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo, por el que se aprueba el 

Reglamento de los Procedimientos de las Administraciones Públicas en materia de 

responsabilidad patrimonial, formula RECLAMACIÓN POR RESPONSABILIDAD 

PATRIMONIAL DE LA ADMNISTRACIÓN, ante el Ministerio de Fomento, ello en base 

a los siguientes: 

HECHOS 

PRIMERO.- Mi mandante sufrió un siniestro el 23 de junio de 2015 a las 

05:55 horas cuando conducía el vehículo de su propiedad, matrícula 7227-JKL, a la 

altura del punto kilométrico 39,900 de la A-66, con sentido a Oviedo, en el que un 

jabalí irrumpe de forma súbita en la calzada, produciéndose daños materiales.  

En el tramo del accidente no existe señalización específica de animales 

sueltos y se trata de un tramo de alta accidentalidad. 

Se acompaña copia del permiso de circulación del vehículo matrícula 7227-

JKL como documento núm.2. 

SEGUNDO.- Como consecuencia del citado accidente se dio aviso a la 

Guardia Civil, se adjunta Informe Arena emitido por los agentes de la Guardia Civil 

como documento núm.3. 

Cabe destacar que de dicho informe se desprende que mi mandante 

circulaba adecuadamente, sin cometer ninguna infracción. Se indica, igualmente, 

que era de noche y la iluminación era insuficiente, lo que hizo imposible la visibilidad 

del animal. A su vez, se revela el mal estado en que se encontraba la valla de 

cerramiento cinegético en el momento del accidente y la ausencia de señalización 

específica de animales sueltos, siendo el mismo un tramo de alta siniestralidad. 



TERCERO.- Como consecuencia del siniestro, se producen daños materiales 

que ascienden a la cuantía de 2.114 euros, tal y como se desprende de la factura de 

reparación del vehículo que se aporta como documento núm.4. 

A los anteriores hechos le son de aplicación los siguientes 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I.- LEGITIMACIÓN. En virtud de los dispuesto en los artículos 139 y siguientes 

de la LRJAP y en la Disposición adicional novena del Real Decreto Legislativo 

339/1990, de 2 de marzo, por el que se aprueba el Texto Articulado de la Ley sobre 

Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, se halla legitimado 

activamente el reclamante, en su condición de perjudicado, y pasivamente, el Ministerio 

de Fomento, como titular de la vía pública donde se produjo el siniestro, dado el 

funcionamiento anormal del servicio público .  

II.- COMPETENCIA Y PROCEDIMIENTO. La competencia viene atribuida a 

esta administración en virtud de lo establecido en los artículos 142.2 de la LRJAP y  

11.1.j del Real Decreto 452/2012, de 5 de marzo, por el que se desarrolla la estructura 

orgánica básica del Ministerio de Fomento y se modifica el Real Decreto 1887/2011, de 

30 de diciembre, por el que se establece la estructura orgánica básica de los 

departamentos ministeriales. 

Se seguirán los trámites del procedimiento general, a tenor de lo dispuesto en 

los artículos 142 y ss. de la LRJAP y 4 y ss. del Real Decreto 429/1993, de 26 de 

marzo, por el que se aprueba el Reglamento de los procedimientos de las 

Administraciones públicas en materia de responsabilidad patrimonial. 

III.-PLAZO. La presente reclamación se ejercita dentro del plazo legal de un 

año, tal y como establece el artículo 142.2 LRJAP.  

IV.- CUANTÍA. La cuantía del presente procedimiento asciende a 2.114 euros, 

que corresponde con el coste de reparación del vehículo siniestrado. 

V.- FONDO DEL ASUNTO. La responsabilidad patrimonial de la Administración 

se consagra en el artículo 106.2 de la Constitución española, que dispone que los 

particulares, en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser 

indemnizados por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, 

salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 

funcionamiento de los servicios públicos. Esta previsión constitucional se encuentra 



desarrollada en los artículos 139 y siguientes de la LRJAP, donde se establece que los 

particulares tendrán derecho a ser indemnizados por las Administraciones Públicas 

correspondientes, de toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, 

salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 

funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos. 

La jurisprudencia ha venido a concretar los elementos constitutivos de la 

responsabilidad patrimonial de la administración. Entre otras la STS 3296/1998, de 20 

de mayo, recoge los siguientes: 

A) El primero de los elementos es la lesión patrimonial equivalente a daño o 

perjuicio en la doble modalidad de lucro cesante o daño emergente.  

B) En segundo lugar, la lesión se define como daño ilegítimo. 

C) El vínculo entre la lesión y el agente que la produce, es decir, entre el acto 

dañoso y la Administración, implica una actuación del poder público en uso de 

potestades públicas. 

D) Finalmente, la lesión ha de ser real y efectiva, nunca potencial o futura, pues el 

perjuicio tiene naturaleza exclusiva con posibilidad de ser cifrado en dinero y 

compensado de manera individualizable, debiéndose dar el necesario nexo causal 

entre la acción producida y el resultado dañoso ocasionado. 

Todos estos elementos concurren en el siniestro que es objeto del presente 

procedimiento. Se ha acreditado la realidad del resultado dañoso, que resulta ilegítimo, 

puesto que el perjudicado no tiene el deber jurídico de soportarlo.  

Por otra parte, se trata de un daño imputable a la administración. Así lo 

establece la Disposición adicional novena del Real Decreto Legislativo 339/1990, de 2 

de marzo, por el que se aprueba el Texto Articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación 

de Vehículos a Motor y Seguridad Vial:   

En accidentes de tráfico ocasionados por atropello de especies cinegéticas en las 

vías públicas será responsable de los daños a personas o bienes el conductor del 

vehículo, sin que pueda reclamarse por el valor de los animales que irrumpan en 

aquéllas. 

No obstante, será responsable de los daños a personas o bienes el titular del 

aprovechamiento cinegético o, en su defecto, el propietario del terreno, cuando el 

accidente de tráfico sea consecuencia directa de una acción de caza colectiva de una 

especie de caza mayor llevada a cabo el mismo día o que haya concluido doce horas 

antes de aquél. 



También podrá ser responsable el titular de la vía pública en la que se produzca el 

accidente como consecuencia de no haber reparado la valla de cerramiento en plazo, 

en su caso, o por no disponer de la señalización específica de animales sueltos en 

tramos con alta accidentalidad por colisión de vehículos con los mismos. 

En concreto cabe destacar la ausencia de señalización específica de animales 

sueltos, siendo el mismo un tramo de alta siniestralidad, siendo competencia del 

Ministerio de Fomento, como titular de la vía, la instalación de este tipo de señales, tal 

y como dispone el artículo 57.1 de la Ley de Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor 

y Seguridad Vial.  

Finalmente, tal y como se acredita con la documentación aportada, la lesión sufrida 

es real y efectiva, lo que supone el cumplimiento de todos los requisitos que según lo 

establecido jurisprudencialmente constituyen la responsabilidad patrimonial de la 

Administración.   

A tenor de lo dispuesto en el artículo 6.1 del RD 429/1993, de 26 de marzo, por el 

que se aprueba el Reglamento de los procedimientos de las Administraciones públicas 

en materia de responsabilidad patrimonial, por medio del presente esta parte propone 

como pruebas de las que pretende valerse las siguientes: 

I.- Documental que se tenga por reproducida la que se acompaña con el 

presente escrito y adquiera pleno valor probatorio. 

 

Por lo expuesto, 

 

SOLICITO: que teniendo por presentado este escrito con los documentos que lo 

acompañan, se sirva admitirlo y tenga por formulada en tiempo y forma 

RECLAMACIÓN POR RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DE LA 

ADMINISTRACIÓN, por propuestas las pruebas relacionadas con el cuerpo del 

presente escrito, y previos los trámites legales oportunos, dicte resolución por la que se 

declare la existencia de relación de causalidad entre el funcionamiento del servicio 

público y la lesión producida, y en consecuencia estimando la reclamación interpuesta 

se declare la responsabilidad patrimonial de la administración, reconociendo el derecho 

de Dª. ANA LÓPEZ MENÉNDEZ a la indemnización por los daños sufridos en las 

circunstancias descritas en el presente escrito, que ascienden a la cantidad de  DOS 

MIL CIENTO CATORCE EUROS (2.114 €), más los intereses legales 

correspondientes, con cuanto más en derecho proceda. 



 

En Oviedo, a 27 de octubre de 2015. 

 
 
 
 
 

Fdo: Patricia Pilar León Mallén 
(ICAO XXXX) 
 
 

  



 

ANEXO IV. Recurso ante la jurisdicción contencioso-administrativa. 

 

AL JUZGADO CENTRAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO QUE POR 

TURNO CORRESPONDA 

PATRICIA PILAR LEÓN MALLÉN, letrada  XXXX del Ilustre Colegio de 

Abogados de Oviedo, con domicilio profesional a efectos de notificaciones en Oviedo, 

calle XXX, Tlf. XXX, en representación, según copia de poder que se acompaña al 

presente escrito como documento núm. 1,  de Dª. ANA LÓPEZ MENÉNDEZ, mayor 

de edad, con DNI XXX, a medio del presente comparece y DICE: 

Que mediante el presente escrito, al amparo de lo dispuesto en el art. 78 de la 

LJCA, interpongo DEMANDA POR EL PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO ABREVIADO, frente a la Resolución de fecha de 14 de diciembre 

de 2015, dictado por la División de Reclamaciones de Responsabilidad Patrimonial de 

la Secretaría General Técnica del Ministerio de Fomento por la que se desestima  la 

reclamación de responsabilidad patrimonial formulado por mi representada en fecha de 

27 de octubre de 2015, de conformidad a los siguientes 

 

HECHOS 

PRIMERO.- Mi mandante sufrió un siniestro el 23 de junio de 2015 a las 

05:55 horas cuando conducía el vehículo de su propiedad, matrícula 7227-JKL, a la 

altura del punto kilométrico 39,900 de la A-66, con sentido a Oviedo, en el que un 

jabalí irrumpe de forma súbita en la calzada, produciéndose daños materiales.  

En el tramo del accidente no existe señalización específica de animales 

sueltos y se trata de un tramo de alta accidentalidad. 

Se acompaña copia del permiso de circulación del vehículo matrícula 7227-

JKL como documento núm. 2. 

SEGUNDO.- Como consecuencia del citado accidente se dio aviso a la 

Guardia Civil, se adjunta Informe Arena emitido por los agentes de la Guardia Civil 

como documento núm. 3. 

Cabe destacar que de dicho informe se desprende que mi mandante 

circulaba adecuadamente, sin cometer ninguna infracción. Se indica, igualmente, 



que era de noche y la iluminación era insuficiente, lo que hizo imposible la visibilidad 

del animal. A su vez, se revela el mal estado en que se encontraba la valla de 

cerramiento cinegético en el momento del accidente y la ausencia de señalización 

específica de animales sueltos, siendo el mismo un tramo de alta siniestralidad. 

TERCERO.- Como consecuencia del siniestro, se producen daños materiales 

que ascienden a la cuantía de 2.114 euros, tal y como se desprende de la factura de 

reparación del vehículo que se aporta como documento núm. 4. 

CUARTO.- En fecha de 27 de octubre de 2015,  mi representado inició 

procedimiento de responsabilidad patrimonial ante el Ministerio de Fomento, como 

titular de la vía en que se produjo el accidente, reclamando, en concepto de 

indemnización, la cantidad de 2.114 euros por los daños sufridos en el vehículo, con 

más el interés legal desde la fecha de esta reclamación hasta su completo pago. 

QUINTO.- Por la Administración  se instruyó el correspondiente 

procedimiento de responsabilidad patrimonial, dictándose resolución de fecha  de 14 

de diciembre de 2015 desestimatoria de la reclamación, que se acompaña como 

documento núm. 5, la cual se impugna en este proceso, con fundamento en la falta 

de nexo causal entre el funcionamiento del servicio y el resultado lesivo producido, 

frente a la cual se interpone el presente recurso. 

A los anteriores hechos son de aplicación los siguientes 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA.- Corresponde al Orden Contencioso 

Administrativo el conocimiento de dicho recurso, en virtud de lo previsto en el artículo 

9.4 LOPJ,  siendo competente el Juzgado al que me dirijo, de conformidad a lo 

dispuesto en el art. 9.1.d) de la LJCA. 

II. LEGITIMACIÓN.- Mi principal tiene legitimación activa, conforme al art. 19.1.a) 

de la Ley 29/1998, de 13 de julio, LJCA, y artículo 139 de la Ley 30/1992, en su 

condición de perjudicado, teniendo la pasiva la Administración de  en su condición de 

titular de la vía. 

 

III. OBJETO DEL RECURSO.- 

Se impugna la resolución de fecha de 14 de diciembre de 2015 de la División de 

Reclamaciones de Responsabilidad Patrimonial de la Secretaría General Técnica del 



Ministerio de Fomento por la que se desestima  la reclamación de responsabilidad 

patrimonial formulado por mi representada, que pone fin a la vía administrativa, de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 25.1 de la LJCA.  

 

IV. PROCEDIMIENTO.- Deben seguirse los trámites del procedimiento abreviado 

conforme a lo dispuesto en el art. 78 de la LJCA, al tratarse de una reclamación de 

responsabilidad patrimonial por importe no superior a 30.000 euros. 

 

V. FONDO DEL ASUNTO.- La responsabilidad patrimonial de la Administración se 

consagra en el artículo 106.2 de la Constitución española, que dispone que los 

particulares, en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser 

indemnizados por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, 

salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 

funcionamiento de los servicios públicos. Esta previsión constitucional se encuentra 

desarrollada en los artículos 139 y siguientes de la LRJAP, donde se establece que los 

particulares tendrán derecho a ser indemnizados por las Administraciones Públicas 

correspondientes, de toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, 

salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 

funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos. 

La jurisprudencia ha venido a concretar los elementos constitutivos de la 

responsabilidad patrimonial de la administración. Entre otras la STS 3296/1998, de 20 

de mayo, recoge los siguientes: 

A) El primero de los elementos es la lesión patrimonial equivalente a daño o 

perjuicio en la doble modalidad de lucro cesante o daño emergente.  

B) En segundo lugar, la lesión se define como daño ilegítimo. 

C) El vínculo entre la lesión y el agente que la produce, es decir, entre el acto 

dañoso y la Administración, implica una actuación del poder público en uso de 

potestades públicas. 

D) Finalmente, la lesión ha de ser real y efectiva, nunca potencial o futura, pues el 

perjuicio tiene naturaleza exclusiva con posibilidad de ser cifrado en dinero y 

compensado de manera individualizable, debiéndose dar el necesario nexo causal 

entre la acción producida y el resultado dañoso ocasionado. 

 Todos estos elementos concurren en el siniestro que es objeto del presente 

procedimiento. Se ha acreditado la realidad del resultado dañoso, que resulta ilegítimo, 

puesto que el perjudicado no tiene el deber jurídico de soportarlo.  

Por otra parte, se trata de un daño imputable a la administración. Así lo 



establece la Disposición adicional novena del Real Decreto Legislativo 339/1990, de 2 

de marzo, por el que se aprueba el Texto Articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación 

de Vehículos a Motor y Seguridad Vial:  

En accidentes de tráfico ocasionados por atropello de especies cinegéticas en las 

vías públicas será responsable de los daños a personas o bienes el conductor del 

vehículo, sin que pueda reclamarse por el valor de los animales que irrumpan en 

aquéllas. 

No obstante, será responsable de los daños a personas o bienes el titular del 

aprovechamiento cinegético o, en su defecto, el propietario del terreno, cuando el 

accidente de tráfico sea consecuencia directa de una acción de caza colectiva de una 

especie de caza mayor llevada a cabo el mismo día o que haya concluido doce horas 

antes de aquél. 

También podrá ser responsable el titular de la vía pública en la que se produzca el 

accidente como consecuencia de no haber reparado la valla de cerramiento en plazo, 

en su caso, o por no disponer de la señalización específica de animales sueltos en 

tramos con alta accidentalidad por colisión de vehículos con los mismos. 

En concreto cabe destacar la ausencia de señalización específica de animales sueltos, 

siendo el mismo un tramo de alta siniestralidad, siendo competencia del Ministerio de 

Fomento, como titular de la vía, la instalación de este tipo de señales, tal y como 

dispone el artículo 57.1 de la Ley de Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y 

Seguridad Vial.  

Finalmente, tal y como se acredita con la documentación aportada, la lesión sufrida 

es real y efectiva, lo que supone el cumplimiento de todos los requisitos que según lo 

establecido  jurisprudencialmente constituyen la responsabilidad patrimonial de la 

administración.   

VI. CUANTÍA.- En relación a la cuantificación de los daños, la jurisprudencia ha 

reiterado el principio de plena indemnidad del perjudicado, por lo que se reclama la 

cantidad de 2.114 euros en concepto de daños materiales sufridos por el vehículo de mi 

representada, según se acredita por la factura de reparación que se adjunta con el 

presente escrito. 

 

En virtud de lo expuesto, 



AL JUZGADO SUPLICO que se tenga por interpuesta demanda en procedimiento 

Contencioso Administrativo Abreviado, frente a la resolución de fecha de 14 de 

diciembre de 2015, dictada por el Ministerio de Fomento  y previos los trámites legales 

y celebración de la preceptiva vista, se dicte sentencia por la que se reconozca y 

declare: 

Primero: que la resolución de la Administración de  de fecha  objeto de 

impugnación, no es conforme a Derecho, declarando su anulación y se condene a la 

citada Administración a indemnizar a mi principal, en concepto de responsabilidad 

patrimonial, en la cantidad de DOS MIL CIENTO CATORECE EUROS (2.114 €), más 

intereses legales. 

Segundo: que se condene en costas a la Administración Pública demandada. 

OTROSÍ I: Se solicita el recibimiento a prueba con el fin de poder acreditar la 

realidad de las alegaciones de la demanda. Para acreditar tales hechos, y sin perjuicio 

de lo que resulte de la remisión del expediente y de la contestación a la demanda, esta 

parte PROPONE de los siguientes medios de prueba: 

I. DOCUMENTAL: Por reproducido el expediente administrativo. 

II.TESTIFICAL: de los Agentes de Guardia Civil con carnet profesional 

número XXXX y XXXX  del Destacamento de Oviedo, que elaboraron el atestado, 

respondan a las preguntas que se formularán por esta parte, los cuales deberán ser 

citados para el acto del juicio a través de su superior jerárquico. 

Por lo que SUPLICO AL JUZGADO acuerde de conformidad en el momento 

procesal correspondiente, admitiendo los medios de prueba propuestos por esta parte, 

y librando los correspondientes oficios y citaciones para el acto de la vista. 

OTROSÍ II: Que a los efectos del art. 40 y ss. de la LJCA, señalo la cantidad de 

2.114  euros, como cuantía del presente recurso, en aplicación de las reglas recogidas 

en el art. 42.1.b) de la citada Ley Procesal, aplicable a este caso. 

Por lo que SUPLICO AL JUZGADO tenga por señalada la cuantía del recurso en 

2.114  euros. 

Es de justicia que piso en Oviedo, a 3 de enero de 2016. 

 
Fdo: Patricia Pilar León Mallén 

(ICAO XXXX) 



ANEXO V. Reclamación extrajudicial frente a empresa concesionaria. 

              MANVÍA, S.L.                                                          
  C/Melancolía, nº14 3ºA. 

28037-MADRID 
 

Oviedo, a 15 de noviembre de 2015. 
 

Muy Sr./a Nuestro/a: 

Me dirijo a Ud. para presentarle la reclamación de los daños sufridos el pasado 

23 de junio de 2015, por el vehículo matrícula 7227-JKL propiedad de mi cliente, Dª. 

Ana López Menéndez, ocasionados con motivo del siniestro por el atropello a especie 

cinegética (jabalí) en el PK 39,900 de la A-66, sentido Oviedo, hallándose en mal 

estado el vallado contiguo a la vía. 

Les ruego me indiquen si tienen contratada póliza de responsabilidad civil en una 

aseguradora que pueda hacerse cargo de los daños sufridos, en ese caso pueden 

facilitarme el nombre de la misma, número de póliza y oficina donde ha comunicado el 

siniestro comunicándolo al teléfono, fax o mail indicados al pie de esta reclamación. 

En el caso de no tener contratada la cobertura de responsabilidad civil con una 

entidad de seguros le ruego me indique si se hace cargo directamente de los citados 

daños cuya factura reparación se acompaña adjunta por importe de 2.114 euros. El 

ingreso podrá realizarlo, en el plazo de 7 días, en la cuenta de mi mandante: IBAN: 

ESXX XXXX XXXX XX XXXXXXXXXX indicando referencia “daños por atropello a 

especie cinegética”. 

Si en un plazo prudencial no tengo noticias al respecto enteré que no es de su 

interés dar una solución amistosa al asunto, entendiendo quedar libre para proseguir la 

reclamación por la vía judicial contra ustedes. 

Sirva además la presente para interrumpir la prescripción, conforme al art.1973 

Código Civil. 

Sin otro particular, a la espera de sus noticias, aprovecho la ocasión para 

saludarle atentamente. 

 
 Fdo.- Patricia Pilar León Mallén (XXXX ICAO). 
Telf. XXXX Fax XXXX Email XXXXXX 



ANEXO VI. Demanda frente a la empresa concesionaria encargada del 

mantenimiento de la vía. 

 

AL JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA DE OVIEDO QUE POR TURNO 

CORRESPONDA 

 

JUAN GARCÍA DIAZ, Procurador de los Tribunales, interviniendo en nombre y 

representación de  Dª. ANA LÓPEZ MENÉNDEZ, mayor de edad, con D.N.I XXX, 

vecina de Oviedo, con domicilio a efectos de notificaciones en la C/ XXX, según copia 

de poder que se acompaña al presente escrito como documento núm. 1, y bajo la 

dirección letrada de PATRICIA PILAR LEÓN MALLÉN, colegiada núm. XXXX del 

Ilustre Colegio de Abogados de Oviedo, ante el Juzgado comparezco y como mejor 

proceda en Derecho DIGO: 

Que en la representación ostentada y por medio del presente escrito, 

interpongo DEMANDA DE JUICIO VERBAL EN RECLAMACIÓN DE CANTIDAD 

CONTRA MANVÍA S.L., con domicilio en Madrid, C/ Melancolía nº14 3ºA, que deberá 

ser citada en la persona de su legal representante, de conformidad con los siguientes: 

 

HECHOS 

PRIMERO.- Mi mandante sufrió un siniestro el 23 de junio de 2015 a las 

05:55 horas cuando conducía el vehículo de su propiedad, matrícula 7227-JKL, a la 

altura del punto kilométrico 39,900 de la A-66, con sentido a Oviedo, en el que un 

jabalí irrumpe de forma súbita en la calzada, produciéndose daños materiales.  

Se acompaña copia del permiso de circulación del vehículo matrícula 7227-

JKL como documento núm. 2. 

SEGUNDO.- Como consecuencia del citado accidente se dio aviso a la 

Guardia Civil, se adjunta Informe Arena emitido por los agentes de la Guardia Civil 

como documento núm. 3. 

Cabe destacar que de dicho informe se desprende que mi mandante 

circulaba adecuadamente, sin cometer ninguna infracción. Se indica, igualmente, 

que era de noche y la iluminación era insuficiente, lo que hizo imposible la visibilidad 

del animal. A su vez, se revela el mal estado en que se encontraba la valla de 

cerramiento cinegético en el momento del accidente. 



TERCERO.- Como consecuencia del siniestro, se producen daños materiales 

que ascienden a la cuantía de 2.114 euros, tal y como se desprende de la factura de 

reparación del vehículo que se aporta como documento núm. 4. 

CUARTO.- En fecha de 27 de octubre de 2015,  mi representado inició 

procedimiento de responsabilidad patrimonial ante el Ministerio de Fomento, como 

titular de la vía en que se produjo el accidente, reclamando, en concepto de 

indemnización, la cantidad de 2.114 euros por los daños sufridos en el vehículo, con 

más el interés legal desde la fecha de esta reclamación hasta su completo pago. 

QUINTO.- Por la Administración  se instruyó el correspondiente 

procedimiento de responsabilidad patrimonial, dictándose resolución de fecha  de 14 

de diciembre de 2015 desestimatoria de la reclamación, que se acompaña como 

documento núm. 5. 

SEXTO.- Esta parte ha intentado llegar a un acuerdo amistoso a través de 

una reclamación extrajudicial a la empresa demandada, a través de carta certificada, 

a fecha de 15 de noviembre de 2015, sin obtener respuesta alguna. Se aporta la 

misma y el resguardo de envío como documentos núm. 6 y 7.  

A los anteriores hechos son de aplicación los siguientes 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I. JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA.- La jurisdicción ordinaria es la única 

competente para el conocimiento de los juicios que se susciten en el territorio español, 

entre españoles, entre extranjeros y españoles y extranjeros, con arreglo a lo 

establecido en los artículos 21.1 LOPJ y 36 LEC. 

La competencia objetiva corresponde al Juzgado de Primera Instancia, de 

conformidad a lo dispuesto en los artículos 85.1 LOPJ y  45 LEC.  

Es competente territorialmente el Juzgado al que me dirijo conforme al artículo 

52.1.9º, por ser el del Partido Judicial donde se produjo el siniestro. 

II. CAPACIDAD Y LEGITIMACIÓN.- Demandante y demandadas tienen capacidad 

para ser parte en virtud del artículo 6.1 LEC, y asimismo, plena capacidad procesal 

según lo dispuesto en el artículo 7 LEC. 



La legitimación activa la ostenta mi representada en cuanto perjudicada del 

vehículo siniestrado, según lo establecido en el artículo 10 LEC. 

Corresponde la legitimación pasiva a la demandada, en cuanto empresa 

responsable del mantenimiento, gestión y explotación de la vía donde ocurren los 

hechos. 

 

III. POSTULACIÓN Y DEFENSA.- En virtud de lo dispuesto en los artículos 23 y 31 

LEC, esta parte comparece representada por Procurador legalmente habilitado para 

actuar ante los Juzgados y Tribunales de esta ciudad y bajo la dirección técnica del 

Letrado ejerciente.  

 

IV. CUANTÍA.- La cuantía de la demanda se fija en DOS MIL CIENTO CATORCE 

EUROS (2.114 €), correspondiendo la misma al coste de reparación del vehículo 

siniestrado. 

 

V. PROCEDIMIENTO.- Se seguirán los trámites del juicio verbal de los artículos 

437 y ss. LEC, al ser la cuantía inferior a seis mil euros, conforme a lo establecido en 

el artículo 250.2 LEC. 

 

VI. FONDO DEL ASUNTO.- Nos encontramos ante un supuesto de 

responsabilidad extracontractual, en el que resulta de aplicación el artículo 1902  CC 

que dispone que el que por acción u omisión causa daño a otro interviniendo culpa o 

negligencia, está obligado a reparar el daño causado. Concurren en el presente caso 

los requisitos exigidos por la jurisprudencia en relación con las acciones derivadas de 

la responsabilidad extracontractual: la existencia de una acción u omisión culposa o 

negligente por parte del demandado, la existencia de un daño y la relación de 

causalidad entre la acción u omisión y el daño causado. Mi mandante circulaba 

adecuadamente por la A-66, cuando irrumpió de forma súbita un jabalí, sin poder 

hacer nada para evitar el atropello, derivándose del mismo unos daños que ascienden 

a 2.114 €.  

Resulta de aplicación el artículo 48 del Reglamento General de Carreteras que 

establece que la explotación de la carretera comprende las operaciones de 

conservación y mantenimiento, las actuaciones encaminadas a la defensa de la vía y a 

su mejor uso, incluyendo las referentes a señalización (…). Las operaciones de 

conservación y mantenimiento incluyen todas las actividades necesarias para 

preservar en el mejor estado posible el patrimonio viario. 

 



Por otra parte, cabe traer a colación el artículo 214 del Real Decreto Legislativo 

3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de 

Contratos del Sector Público, ya que dispone que será obligación del contratista 

indemnizar todos los daños y perjuicios que se causen a terceros como consecuencia 

de las operaciones que requiera la ejecución del contrato. Es, por tanto, exigible la 

responsabilidad a Manvía S.L. por ser la empresa encargada del mantenimiento y 

conservación del tramo de la vía donde se produjo el siniestro, sin que éste haya sido 

consecuencia de una orden inmediata y directa de la Administración. 

 

Esta parte no ignora la Disposición adicional novena de la Ley de Tráfico, 

Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, modificada por la Ley 6/2014, de 7 

de abril, reforma que estaba en vigor en el momento en que ocurrieron los hechos, 

pero como ha venido señalado la jurisprudencia menor de las Audiencias Provinciales, 

ante un supuesto de responsabilidad cuasi-objetiva o por riesgo como el que nos 

encontramos resulta de aplicación la teoría de responsabilidad objetiva por riesgo y la 

inversión de la carga de la prueba. En concreto, la Sentencia de la Audiencia 

Provincial de Asturias de la Sección 4ª, núm. 76/2015, de 18 de marzo entiende que  

debe considerarse vigente pese a la nueva redacción de la Disposición Adicional 

Novena operada por la Ley 6/2014, de 7 de abril , pues la reforma lo que hace es 

reducir los títulos de imputación de responsabilidad del titular de la vía en estos casos 

(a los ya señalados de falta de reparación y de falta de señalización de la vía), pero no 

puede desconocerse que las razones en las que descansa dicha inversión de carga de 

la prueba permanecen: de un lado la presencia de un animal en la calzada es un 

hecho extraño e inusual; ello presupone la existencia de un fallo en los sistemas de 

seguridad de, en este caso, la autovía, y particularmente en el vallado; siendo el 

concesionario demandado quien está en mejor situación para probar las razones por 

las cuales dicha irrupción se produjo y por ello para excluir su responsabilidad 

asentada en deficiencias en el cierre. 

 

VII. COSTAS.- Deberán ser interpuestas a la parte demandada, de conformidad 

con lo dispuesto en el artículo 394 LEC. 

 

En virtud de lo expuesto, 

 

SUPLICO AL JUZGADO que teniendo por presentado este escrito con los 

documentos que lo acompañan y copias, se sirva admitirlo, y siguiendo los trámites del 



juicio verbal dicte Sentencia condenando a MANVÍA S.L al pago de la suma DOS 

MIL CIENTO CATORCE EUROS (2.114 €) a Dª. ANA LÓPEZ MENÉNDEZ,  con los 

intereses legales, y con la expresa imposición de las costas causadas en el presente 

procedimiento. 

OTROSÍ DIGO que interesa al derecho de esta parte que, de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 328 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, por el Juzgado se 

requiera a la demandada, MANVÍA S.L, a fin de que por el mismo se aporten con 

anterioridad a la fecha del juicio y con destino a estos Autos, los partes de vigilancia  y 

comunicaciones del día 23 de junio de 2015. 

SUPLICO AL JUZGADO, que se tenga por realizada dicha solicitud, se admita 

y se proceda a librar los oficios oportunos, todo ello para garantizar el buen fin del 

procedimiento.  

 

 Es de justicia que pido en Oviedo, a 6 de enero de 2016. 

 

 

 

Firma letrada      Firma Procurador 


